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Introducción

  Bastante hay escrito sobre el tema, que se ha ido paulatinamente politizando en grado mayor; politización que se expande al ámbito mundial. 

    En este artículo se pretende presentar antecedentes de diferentes fuentes. Hay grandes diferencias entre los planteamientos de los demandantes, los del Gobierno y de otras fuentes que podrían considerarse más neutrales. 

    Se inicia con la clausura del diario, para terminar con la situación más reciente y con algunos comentarios finales 

   En este trabajo se ha empleado bastante material recogido a través de Internet y de publicaciones de prensa. Es increíble la cantidad de información que puede lograrse desde Internet y otras fuentes que demuestra la complejidad del tema y las diferentes posiciones  

que se captan ligadas a diferentes intereses. Mientras más revisa información, más se da cuenta de la complejidad del caso, que puede explicar la larga duración del arbitraje.

Represión, clausura y confiscación

  El Clarín y otros medios progobierno de Allende fueron un blanco especial de la represión. "En el mismo día en que los aviones militares bombardearon el palacio presidencial, soldados asaltaron las oficinas de El Clarín, pararon las prensas y encarcelaron a sus principales editores. Los titulares de la primera plana de El Clarín de ese día, su último, proclamaban una llamada a resistir el golpe". Fue el diario clausurado.

    Su director, Alberto “Gato” Gamboa, fue detenido y trasladado a un campo de concentración en la nortina provincia de Antofagasta. Las instalaciones donde se imprimía el diario, ubicadas en calle Dieciocho de la capital, fueron convertidas en un centro de detención y torturas denominado La Firma. Víctor Pey, que hacía poco habría comprado el diario, fue conminado a entregarse por los militares, a través del bando Nº 19 del 12 de septiembre de 1973. No obstante, prefirió asilarse en la Embajada de Venezuela donde estuvo hasta el 27 de octubre de ese mismo año, fecha en que partió rumbo a ese país(Marín,2007)..

    La confiscación se concreta con la dictación del decreto supremo Nº 165, de 10 de febrero de 1975, el cual, amparándose en el decreto ley Nº 77, de 1973, que declaró ilícitos y disueltos a los partidos políticos y demás agrupaciones que sustentaran la doctrina marxista, dispuso la disolución del Consorcio Publicitario y Periodístico S.A. y la empresa Clarín Ltda., editora del diario "El Clarín", y confiscó sus bienes. Dicha confiscación habría afectado supuestas inversiones del señor Pey Casado en las sociedades antes citadas.

    Las instalaciones habrían sido desmanteladas y parte de las imprentas llevadas al Instituto Geográfico Militar.

    Al mismo tiempo, el régimen militar puso en marcha mecanismos jurídicos para despojar a Pey de la eventual propiedad del diario. En principio, intentó reconocer como dueños a Jorge Venegas, Ramón Carrasco y Emilio González. Ellos eran amigos de Pey y éste les había prometido venderles una pequeña parte del diario, pero la operación no se concretó debido a la irrupción del ejército al poder(Marín,2007).. 

    Para la posición del Gobierno, Pey no sería propietario de Clarín.                
    Señala la periodista Patricia Verdugo en un artículo del 26 de agosto de 2002. Tras el golpe militar y la clausura de Clarín, vino la persecución. El director Alberto Gamboa fue prisionero político en campos de concentración. Y Víctor Pey logró salir a exilio. Su oficina fue allanada y su caja fuerte, abierta con una carga de dinamita. Dentro estaban las acciones de Clarín y el contrato de venta firmado en Estoril. Con escándalo público, el coronel Enrique Montero -subsecretario del Interior- y el contralor Lorenzo De la Maza denunciaron que "de los antecedentes expuestos y considerando que se encontraron en poder de Víctor Pey todos los títulos de las acciones y los traspasos en blanco de las personas a cuyo nombre figuran esos títulos (…) resulta que fue éste quien compró el Consorcio Publicitario y Periodístico S.A. y la Empresa Periodística Clarín, efectuando los pagos correspondientes".                                                                                                                                                             Al "criminal" Pey, entonces, se le confiscaron "todos los bienes muebles e inmuebles, 

    Por otra parte, en una entrevista Víctor Pey expresa: "Una vez ocurrido el golpe, yo me vi en la necesidad de exiliarme. En la mañana del 11 de septiembre de 1973, fuerzas armadas sublevadas irrumpieron en las instalaciones del diario e hicieron tabla rasa de los derechos de propiedad".

La lucha de Pey por recuperar el diario.

Vuelta la Democracia, Víctor Pey lucha aparentemente en forma exitosa en la justicia chilena para que le sea reconocida su propiedad.

    En 1990 cedió el 90 % de las acciones a la Fundación Presidente Allende de Madrid, que es presidida por Jaon Garcés y institución de la cual Pey es su Vicepresidente. Puede hacer pensar que con este proceder logra un mayor respaldo internacional, como también, interés en sectores nacionales a favor de una alta indemnización. También asegura su voluntad de restablecer el diario con sus características iniciales. Además genera la impresión de que si gana el arbitraje no será el beneficiado económicamente en forma considerable.

.  Cuando en 1995 el Octavo Juzgado del Crimen habría acreditado que era el dueño, Pey propuso al presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle un "acuerdo amistoso": que el Estado de Chile lo indemnizara por los bienes confiscados y con ese dinero volver a editar el diario Clarín. Una versión señala que no tuvo respuesta y otra, que Frei le señaló que debía esperarse la promulgación de la ley que versaba sobre estas indemnizaciones. Pey habría solicitado que su indemnización fuese por decreto, al igual como había sido por decreto confiscado.


Arbitraje del CIADI.

Frente a lo anterior, Pey recurrió ante el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, CIADI, una institución dependiente del Banco Mundial, con sede en Washington, creado por la Convención de Washington, de 1965, sobre arreglos de diferencias relativas a inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados, en donde se consideran los reclamos vinculados a inversiones extranjeras que atañen a países con convenios de protección y promoción de las mismas (como es el caso entre España y Chile).

    El mecanismo CIADI está concebido para brindar a los inversionistas y a los Estados receptores de la inversión un foro técnico con el fin de ventilar sus diferencias, y evitar así el surgimiento de conflictos diplomáticos entre el Estado receptor y el Estado de nacionalidad del inversionista. El tribunal del CIADI por estatuto está constituido por tres árbitros, cada parte nombra a uno; el tercero que lo preside, es designado por el Banco Mundial. 

    El 6 de noviembre de 1997(de lo cual ya han transcurrido diez años) presentó a esta instancia del Banco Mundial una demanda contra el Estado chileno y solicitó su arbitraje en virtud del Acuerdo de Protección de Inversiones (API) firmado entre Chile y España en 1994. La demanda es una de las mayores que ha enfrentado el Estado de Chile: pidió que se lo indemnizara con US$ 515 millones por la confiscación del diario Clarín después del golpe de Estado. Hasta hoy Pey asegura que entonces era el único dueño del medio. 

    Esta acción legal la inició en conjunto con la Fundación Presidente Allende de Madrid, a la que en 1990 había cedido 90% de sus derechos sobre el diario. 

    En 1998, el CIADI admitió la demanda y constituyó un tribunal para resolver el caso. 

    Interesante y objetiva opinión, a mi parecer, se puede obtener de la publicación en Internet de la Semana Jurídica LexisMexis Chile N°99 del 30 de setiembre al 1 de octubre de 2002(LS) donde se señala:  El gobierno de Chile argumentó que el CIADI no tendría jurisdicción para conocer de la controversia y fueron dos las razones esgrimidas. La primera, que Pey es chileno y para que pueda existir una controversia se debe tratar de un extranjero y, en segundo término, que el acuerdo sobre promoción y protección de inversiones entre Chile y España, recién comenzó a tener vigencia en la década de los noventa, mucho después del cierre del Clarín, en el año 1975. 

    Sobre el tema anterior, la parte demandante ha señalado que en una negociación con otro país Chile ha aceptado la retroactividad; a base de eso España pasaría a tener ese mismo derecho, amparada en el principio de la nación más favorecida.

    Polémica generó el hecho que Pey renunciara a la nacionalidad chilena y que por un tiempo, dicha renuncia se inscribiera en su tarjeta índice del Registro Civil, lo que fue revertido en 1999, no obstante que el documento con la renuncia había llegado a manos de Pey y de su abogado Joan Garcés.

    El proceso siguió su curso y se centró en el incidente de falta de jurisdicción que planteó el Estado chileno. Así, las cosas estaban calmas para el Gobierno y el Comité de Inversiones Extranjeras, e incluso con alto optimismo, ya que en marzo de 2001 se reunió en París el tribunal arbitral para tomar la decisión acerca del incidente. (LS.2002)
 Víctor Pey, chileno o español
El gobierno de Chile ha sostenido reiteradamente que el caso de Clarín no puede ser analizado por el CIADI puesto que Pey tiene doble nacionalidad: española y chilena. Al ser ciudadano chileno quedaría inhabilitado para litigar contra el Estado de Chile en una instancia reservada para arbitrajes internacionales(Marín, 2007)

    Joan Garcés, que es director de la Fundación Salvador Allende y quien representa la posición de los demandantes, ha negado en el transcurso del proceso que Pey tenga doble nacionalidad. Sostiene que al salir Pey de Chile, el régimen de Pinochet le prohibió volver a ingresar y lo despojó de su pasaporte chileno. Con esto, se habría desconocido los beneficios del Convenio de Doble Nacionalidad entre España y Chile, vigente desde 1958(Marín,2007)..

    La negativa de pasaporte chileno por parte del Gobierno se habría repetido, cuando Pey lo solicita para viajar de Venezuela a Europa. Debe recordarse que a varios nacionales el Gobierno Militar les privó de su nacionalidad.

 Versiones del sector demandante plantean serios cargos al proceder chileno y señalan. Hubo errores chilenos especialmente en la renuncia a la nacionalidad y a las indemnizaciones a los que el Gobierno de Chile consideró sus dueños

- Renuncia a la nacionalidad.  Según versión del sector demandante, en 1996, Pey renunció a la nacionalidad chilena, lo que fue comunicado por España a Chile, cuyo gobierno procedió a inscribirlo como “extranjero”. Pero, con el objetivo de sostener la tesis de la doble nacionalidad, el jefe de la delegación chilena ante el CIADI, Juan Banderas, habría solicitado al Ministerio del Interior, que alterara la ficha de identificación de Pey, cambiando su cualidad de extranjero por la de chileno.

    Siempre como versión de los demandantes, el Ministerio del Interior transmitió esta solicitud al Servicio de Registro Civil, el que adulteró el registro de Pey el 23 de julio de 1999. Esto constaría en el documento oficial C 268 del procedimiento de arbitraje CIADI Caso Nº ARB-98-2. El documento se titula: “Memorando de la mala fe de Chile a lo largo del procedimiento de arbitraje provocando su prolongación y el aumento de su costo”. Está fechado en septiembre de 2005 y contiene 51 páginas. En éstas se describen los que serían oscuros procedimientos realizados por el Estado chileno, como traducciones incompletas o tergiversadas, presentación de documentos adulterados y actos destinados a entorpecer el arbitraje. 

    Según LS, el señor Pey, consciente de que su nacionalidad chilena le impedía acudir al CIADI, el 10 de diciembre de 1996 presentó una carta al Ministerio del Interior, en la que deja constancia de que había trasladado su residencia a España, abandonando los beneficios del tratado sobre doble nacionalidad. Como sabía que esta constancia no lo privaba de su nacionalidad chilena, que era su objetivo principal, el señor Pey, aconsejado por el abogado Garcés, viajó a Mendoza, Argentina, el 16 de septiembre de 1997 en donde formuló una declaración de renuncia a la nacionalidad chilena ante el cónsul de España de esa ciudad.

    Luego, se trasladó a España donde por carta del 24 de abril de 1998, el abogado Garcés instó al Ministerio de Asuntos Exteriores en España para que notificara a Chile la renuncia a la nacionalidad chilena del señor Pey, lo cual obtuvo mediante la nota verbal del 7 de julio de 1998, de la embajada de España en Chile.

    Una vez avanzadas estas operaciones, el 3 de noviembre de 1997, el señor Pey -confiado en que la maniobra destinada a ocultar su nacionalidad tendría éxito- conjuntamente con la Fundación Presidente Allende, presentaron en Washington una demanda arbitral en contra del Estado chileno ante el CIADI, en la que sostienen ser los únicos propietarios del antiguo diario "El Clarín", confiscado en 1975.

    Como consecuencia de todos los artilugios ideados por el señor Pey, el 28 de julio de 1998 llegó el siguiente oficio del director de Política Consular e Inmigración a la señora directora del Registro Civil:

1. De la nota verbal que se acompaña, emanada de la embajada de España en Chile y los antecedentes que se anexan, se desprende que el señor Víctor Pey ha renunciado a la nacionalidad chilena, en virtud de la norma enunciada en el encabezamiento.

2. En consecuencia, salvo mejor parecer, procedería disponer que se practiquen las inscripciones a que haya lugar.

    Este documento sería absolutamente irregular. En primer lugar, la norma enunciada corresponde al artículo 5º del convenio de doble nacionalidad, que en ninguna parte dice que se puede renunciar a la nacionalidad chilena o española. 

    En segundo lugar, esto se refiere sólo al cambio de domicilio. Si un chileno español vive en España, actúa como español; si reside en Chile, actúa como chileno. El señor Pey, por lo demás, reside en Chile desde 1947, tiene domicilio y teléfono conocido, vive en la calle Manuel de Salas de la comuna de La Reina -figura en la guía telefónica-, está inscrito en el Registro Electoral, vota en la mesa 89 de varones, con la inscripción Nº 55 de La Reina. En verdad, siempre ha estado en el país.

    En tercer lugar, el documento es irregular porque, como todos sabemos, la nacionalidad chilena es irrenunciable, de acuerdo con el artículo 11 de la Constitución Política de la República. Los únicos que no sabían eso, aparentemente, eran el director de Política Consular e Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores y la directora del Registro Civil e Identificación, ya que ordenaron inscribir en la tarjeta índice del señor Pey, documento reservado que está en el Registro Civil, lo siguiente: El señor Víctor Pey Casado ha renunciado a la nacionalidad chilena. En consecuencia, la nacionalidad del señor Pey es extranjera. . Esto se inscribió en la tarjeta índice del señor Pey. Es decir, durante un tiempo fue extranjero, pero después, de nuevo volvió a ser chileno.

    No es chilena ni española; es extranjera. Es algo burdo, porque nadie es extranjero. Pero concuerda con lo que necesitaba el Joan Garcés: que reconocieran en Chile que el señor Pey era extranjero.

    Este documento se filtró, se acompañó al CIADI y en él se basó para acoger la solicitud de arbitraje. Lamentablemente, los señores Pey y Garcés ya habían logrado el objetivo de que el CIADI acogiera su demanda. 

    En junio de 2000, la Contraloría General de la República ordenó instruir un sumario administrativo por todas estas irregularidades. En primer término, por la anotación registrada en la tarjeta índice del señor Pey, que da cuenta de su renuncia a la nacionalidad chilena. En segundo término, por la filtración de información y documentación interna, incluso reservada, de distintos servicios públicos chilenos, a Joan Garcés, entre los que se lograron establecer: la tarjeta índice del señor Pey; los oficios Nºs 65 y 1.446, de 1999, intercambiados entre el Comité de Inversiones Extranjeras y el Consejo de Defensa del Estado, y copia de la resolución Nº 43, del Ministerio de Bienes Nacionales, antes de que fueran notificadas las partes. Incluso, se llegó al descaro de que el propio abogado Garcés en Washington le exhibiera a los abogados chilenos copia de la resolución Nº 43 antes de que ellos mismos se enteraran. Desconozco los resultados de ese sumario. 

    Se puede suponer que hay sectores en Chile que están interesados en que la posición de Pey triunfe.

    Me permito agregar que en 1972, cuando Pey le compró a Sainte-Marie el diario, estaba vigente en Chile la Decisión 24 del Acuerdo de Cartagena que prohibe la venta de empresas nacionales a extranjeros, como también que empresas extranjeras sean dueñas de medios de comunicación social. Pey rechaza que para entonces estuviera vigente la Decisión 24; entonces, en 1972, yo era Secretario del Comité de Inversiones Extranjeras, que dependía de CORFO y además este comité era el Organismo Nacional Competente, responsable del cumplimiento de la decisión en referencia.

- Las indemnizaciones a los que serían sus dueños. También versiones del sector demandante, plantean nuevos cargos y señalan: En 1998, el Gobierno de Chile, contrariado por el inicio del arbitraje, inició los trámites para pagar una indemnización a Emilio González, Ramón Carrasco y Jorge Venegas, "dudosos propietarios" de Clarín, con el fin de fortalecer su posición en el litigio internacional (Marín,2007)

    A fines de ese año, el Comité de Inversiones Extranjeras, dependiente del Ministerio de Economía, solicitó al abogado Enrique Testa un estudio jurídico sobre el caso Clarín. El 22 de abril de 1999 un yerno de Testa, Isidoro Godorischen Rapaport, con Ronald Youlton Vasen, formó la sociedad Asesorías e Inversiones, S.A. (Asinsa). Cinco días después, esta sociedad compró en poco más de 2 mil dólares, el 40% de los derechos hereditarios de González, quien murió en 1991. Tanto él como Carrasco y Venegas eran las personas a las que Pey había prometido venderles una parte del diario. 

    Se menciona en parte de la documentación, que el abogado Testa habría sido sancionado por el Colegio de Abogados.  

   Pey en una entrevista de dos años atrás ha señalado: "Hace 8 años, cuando recién se estaba constituyendo el Tribunal, el fiscal del Comité de Inversiones Extranjeras, Juan Banderas, representaba ante al Estado de Chile. Hoy lo hace el departamento jurídico del ministerio de Economía. Constituido ya el Tribunal y en marcha el juicio arbitral, el Comité de Inversiones Extranjeras solicitó un estudio externo al abogado Enrique Testa. Testa fue durante el gobierno de la Unidad Popular presidente del primer banco estatizado, el Israelita. Posteriormente, el señor Testa se dirigió a varias personas y les ofreció la compra de sus eventuales derechos hereditarios de la propiedad de “Clarín”. El 22 de abril de 1999, se formó la sociedad anónima Asinsa, integrada por dos socios: don Isidoro Gorodischer, yerno del señor Testa y ex concejal del PPD por Las Condes, y el ingeniero Ronald Youlton. El capital social de Asinsa fue de 100 mil pesos. Cinco días después, Asinsa compró eventuales derechos hereditarios y gananciales a parientes de la viuda de Emilio González, que supuestamente habría sido socio de “Clarín”. Pagó 2 millones 500 mil pesos, con un capital social de solo 100 mil. Esta sociedad se dirigió también a Jorge Venegas, que también habría sido accionista de “Clarín” y le ofreció su representación. Siete semanas después, Asinsa presentó ante el ministerio de Bienes Nacionales una solicitud por 600 millones de pesos como indemnización para los supuestos afectados por la confiscación de “Clarín”. El Colegio de Abogados sancionó al señor Testa por el uso indebido de información que habría utilizado para obtener la indemnización".                                                     

    La transacción parecía carente de lógica debido a la evidente pobreza en la que se encontraba la familia González. Sin embargo, comenzó a tener sentido cuando el Ministerio de Bienes Nacionales decidió acoger, en abril de 2000, una solicitud de indemnización por la confiscación del Clarín. Esta solicitud fue presentada por Asinsa, así como por Venegas y por los herederos de Carrasco, quien también había muerto(Marín,2007).. 

    Ellos presentaron los títulos accionarios antes comentados y que carecían de validez legal. Aun así, el Estado chileno les pagó 9 millones de dólares. Esto, en virtud de ley 19.568 de Devolución de Bienes Confiscados durante la dictadura, que coincidentemente fuera promulgada en 1998. La sucesión Sainte-Marie también recibió una parte de esta cifra(Marín,2007)

.   Con los antecedentes que dispongo, esta operación no me parece clara.

    Sectores identificados con la causa de Pey han señalado que la cancelación de estos dineros a estos aparentemente falsos dueños, verificada en 2002,  se vio favorecida por una fuerte campaña de prensa sostenida por El Mercurio que en sus páginas ha cuestionado la competencia del CIADI respeto del caso Clarín y la propiedad del mismo por parte de Pey.

   Joan Garcés calificó entonces el millonario pago como "una operación delictual y de corrupción con complicidades en las esferas más altas del gobierno de Chile". Durante esos años, los presidentes de Chile fueron Eduardo Frei Ruiz-Tagle (1994-2000) y Ricardo Lagos (2000-2006)(Marín, 2007).

   Según LS, (año 2002)"El caso Clarín tiene una serie de consecuencias jurídicas. Tal vez en un principio la más divulgada fue el proceso en el CIADI. Sin embargo, en Chile el conflicto se está dando en el pago de las indemnizaciones que el Decreto N° 43 del 28 de abril de 2000 que ordena pagar a los titulares de derechos en los bienes del Diario "El Clarín". Éstos son la sucesión de don Darío Saint Marie (conocido por su seudónimo Volpone); la sucesión de don Ramón Carrasco Peña; sucesión de Emilio González González y don Jorge Venegas Venegas. A la fecha(año 2002), aún no se pagan las indemnizaciones ordenadas a estas personas y el conflicto ha devenido en la impugnación que se ha hecho del abogado de uno de los interesados por supuestamente haber tenido información privilegiada". Nota: posteriormente este pago fue hecho.

    Para Pey  y la Fundación Allende, estas personas no tienen derecho alguno en el Diario El Clarín y por eso el mismo Garcés trató de impugnar en Chile la validez del señalado Decreto N°43.    

    En efecto, el 28 de abril del mismo año, el Ministerio de Bienes Nacionales había dictadola resolución Nº 43, mediante la cual se acogió la solicitud de indemnización de los accionistas del diario "El Clarín" en Chile. Ante ello, el 22 de noviembre el abogado Joan Garcés hizo una presentación a la Contraloría General de la República para impugnar y solicitar la suspensión de dicha resolución Nº 43, petición que fue desechada.

Sobre la continuación del proceso

Según LS, "El proceso siguió su curso y se centró en el incidente de falta de jurisdicción que planteó el Estado chileno. Así, las cosas estaban calmas para el Gobierno y el Comité de Inversiones Extranjeras, e incluso con alto optimismo, ya que en marzo de 2001 se reunió en París el tribunal arbitral para tomar la decisión acerca del incidente".

    "Sin embargo, en marzo de 2001 se produjo algo inesperado. Garcés presentó un escrito en que pidió que el presidente del Tribunal Arbitral del CIADI, Francisco Rezek, renunciara al caso debido que, a su juicio, ´no inspiraba plena confianza en la imparcialidad de juicio que requiere todo árbitro´. Más extrañeza surgió en las autoridades chilenas cuando Rezek el 13 de marzo (día siguiente) renuncia a su cargo, argumentando que ´no puede seguir si perdió la confianza de una de las partes´".

    Así las cosas, se designa con acuerdo de las partes como presidente del Tribunal al suizo Pierre Lalive. Según lo señala el Informe del Ministro de Economía ante la Cámara de Diputados (agosto de 2002) la defensa chilena pidió una investigación para efectos de determinar por qué Rezek había sido recusado justo cuando se estaba fallando la incidencia de falta de jurisdicción del Centro.

    Garcés, que ya había logrado sacar a Rezek y evitar el término abrupto del proceso, en abril de 2001 solicitó medidas provisionales para suspender el pago de indemnizaciones que en Chile se había decretado pagar a quienes se estima descendientes de los dueños de El Clarín. El juicio se dilató en audiencias orales por el resto del año 2001. Fue así como el 8 de mayo de este año La Semana Jurídica y otros medios recibieron un correo electrónico en el que la Fundación Allende, a través del propio Joan Garcés, anunciaba que el Centro de Arbitraje había resuelto entrar a conocer del fondo del asunto. Se trataba de una resolución que unió el incidente de jurisdicción a la controversia misma, esto es, si se había procedido a privar de su inversión a Víctor Pey Casados.

    La resolución fue una espina que se clavó en la defensa del Estado chileno, un golpe que no se esperaban ni el abogado Mayorga ni los asesores del Comité de Inversiones Extranjeras. El hecho que se entre a conocer del asunto significaba que podría abrirse la opción de que se tuviera que pagar alguna suma a los demandantes. Nota: El abogado    Roberto Mayorga había sido Secretario del Comité de Inversiones Extranjeras.

    Precisamente allí empezaron los problemas, ya que repentinamente Mayorga renuncia a la defensa del caso y envía una carta a la mesa directiva del partido al que pertenece, la Democracia Cristiana, en que expresa que su alejamiento se debe "por la gravedad de los hechos que han estado ocurriendo en la conducción de dicho arbitraje, lo que hace que se vea impedido de continuar en la defensa del Estado de Chile". La renuncia dejó abiertas las especulaciones de que había algo más que un simple tema procesal y que intereses de otro tipo estaban involucrados en el caso.

    La oposición tomó la bandera de lucha y en la sesión de la Cámara de Diputados, en 2002, el diputado (RN) German Becker señaló que la Vicepresidenta del Comité de Inversiones Extranjeras, Karen Poniachik "no solo hace caso omiso de las presiones que se ejercieron sobre el juez renunciado, sino que, invocando instrucciones superiores, sostiene e impone la tesis de no desafiar al Tribunal Arbitral y en contra de la mayoría del equipo defensor, ordena flexibilizar la defensa, no objetar las resoluciones del CIADI y abrirse a la posibilidad de alcanzar un acuerdo con el señor Pey y la Fundación Presidente Allende".(LS).

    Es interesante revisar la carta que el diputado Becker enviara a la prensa en septiembre de 2002  

Señor director: 
Quisiera referirme al polémico episodio de la demanda contra el Estado chileno interpuesto por Joan Garcés, representando a Víctor Pey y a la Fundación Presidente Allende, de España, por más de 500 millones de dólares, como indemnización por la confiscación del diario Clarín, en 1973. 
Se han conocido graves denuncias del abogado DC Roberto Mayorga, quien renunció a la defensa del Estado chileno, que lleva el Comité de Inversiones Extranjeras en este juicio arbitral, argumentando que "por un deber hacia Chile y a su prestigio personal, se ve imposibilitado de seguir participando en un equipo que no garantiza la defensa de los intereses chilenos". 
Con estos y otros antecedentes, solicitamos a la Cámara de Diputados realizar una sesión especial para conocer la actuación de la defensa chilena. En sesión que se llevó a cabo el miércoles pasado, presentamos un proyecto de acuerdo que solicitaba al Presidente Lagos que el Consejo de Defensa del Estado asumiera la representación del país ante el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversión (Ciadi), en el juicio arbitral en cuestión. 
La parte medular del proyecto de acuerdo solicitaba constituir una comisión investigadora en conformidad a lo establecido en el reglamento de la Cámara de Diputados, cuyas sesiones tendrían el carácter de secretas y sólo se darían a conocer sus conclusiones en el plazo de 60 días. Con ello esperábamos aclarar las dudas que sobre esta materia han quedado en evidencia. Lamentablemente, la comisión investigadora fue rechazada por 58 votos (Concertación) contra 48 (Alianza por Chile). 
Nuevamente, comprobamos que la Cámara actuó políticamente, no constituyendo una instancia vital para defender en mejor forma los intereses de Chile. El argumento de la DC -prevenir posibles filtraciones de información- queda desvirtuado si consideramos que Joan Garcés conoce toda la información chilena. 
Es tanto el poder que mantiene este personaje, que ha logrado que en el Registro Civil chileno se efectúen anotaciones irregulares y sin ningún fundamento jurídico en un documento reservado como es la Tarjeta Indice de Víctor Pey, con el propósito de anular su nacionalidad chilena, que es la única forma de que el Tribunal Internacional no se declare incompetente en este juicio. 
Discrepamos con la posición asumida por los diputados DC, quienes antepusieron la solución de un conflicto político partidista a la protección de los intereses superiores de la nación.
Germán Becker A., Diputado RN
Carta publicada en Despierta Chile año 2 N° 3    Septiembre de 2004

    La supuesta flexibilización en la defensa es rechazada por el Gobierno. Precisamente, el Ministro de Economía, Jorge Rodríguez, señaló en la misma sesión de la Cámara que "se tiene la más plena convicción de que el tribunal del CIADI carece de toda competencia para conocer de este asunto. Chile no transará al respecto". Sin embargo, Rodríguez precisa que "la no comparecencia de Chile significaría, simplemente, realizar el procedimiento en su rebeldía, con las dificultades que ello implica para la defensa de los intereses del Estado", refutándose de esta forma la tesis de impugnar el proceso por falta de garantías.

    La carta del abogado Mayorga generó que la Vicepresidenta del Comité de Inversiones Extranjeras, Karin Poniachick, dedujera una querella criminal en su contra por el supuesto delito de injurias(LS). Desconozco los resultados de esta querella.

    Los acontecimientos llevaron a que los diputados UDI y RN solicitaran la conformación de una Comisión Investigadora, petición que fue rechazada por mayoría que tiene la Concertación en la Cámara, sin perjuicio de que se llegó a un acuerdo: que el caso lo asuma el Consejo de Defensa del Estado. (LS)

    Posteriormente el presidente Lagos designa encargado de representar a Chile en el arbitraje al prestigiado abogado Jorge Carey, que sin dudas es un hombre que da confianza a la derecha chilena. Posiblemente lo hace frente a la delicada situación, ya que incluso el Consejo de defensa del Estado, como se verá más adelante se retira de la causa.

.La postura del Gobierno.
Según LS, la postura del Ejecutivo quedó claramente planteada en la intervención del Ministro de Economía, Jorge Rodríguez, en la sesión de la Cámara de Diputados del 21 de agosto pasado(2002) y que transcribimos:

    La materia que discutimos es objeto de un juicio que el Estado de Chile enfrenta en un tribunal internacional. Por tanto, debemos abordar el tema con la mayor seriedad, prudencia y altura de miras, puesto que parte de la información que entregaré podría llegar a ser tergiversada y utilizada en contra de la República, en éste o en futuros juicios, afectándose de esta manera los intereses permanentes del Estado.

    Por otro lado, siempre es importante tener presente que el verdadero origen de todo el caso "El Clarín" se encuentra, exclusivamente, en la confiscación ilegítima de dicha empresa, efectuada por el régimen militar entre los años 74 y 75. De este despojo emana la obligación que tiene Chile de indemnizar a los antiguos dueños del diario por 9 millones de dólares, según determinó el Ministerio de Bienes Nacionales, en virtud de la ley de Reparación.

    De este despojo es también consecuencia directa el juicio que se sigue en Washington, en el cual Chile es demandado por 500 millones de dólares. Como es sabido, el 3 de noviembre de 1997, Víctor Pey Casado y la fundación española Presidente Allende, representados por el abogado Joan Garcés, presentaron una solicitud de arbitraje ante el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativo a Inversiones, Ciadi, entidad dependiente del Banco Mundial, por la confiscación del Consorcio Publicitario y Periodístico Sociedad Anónima y de la empresa periodística Clarín Limitada, de las cuales el señor Pey dice ser dueño.

    Queremos ser enfáticos en señalar que el Gobierno tiene la más plena convicción de que el tribunal CIADI carece de toda competencia para conocer de este asunto. Chile no transará a este respecto. Es deber de las autoridades velar por que los instrumentos internacionales sean utilizados para los fines y propósitos que se tuvo en mente al momento de suscribirlos y aprobarlos.

    Reconocer la jurisdicción del tribunal o transigir en este juicio implicaría una seria desviación de los objetivos del Acuerdo de Protección y Promoción de Inversiones de Chile con España y de la Convención de Washington, de 1965, suscritos por nuestro país.

    Ello pondría en riesgo la arquitectura jurídica que han ideado los países para solucionar, de manera civilizada, las diferencias entre los Estados y los legítimos inversionistas extranjeros para evitar que deriven en conflictos diplomáticos.

    Queremos decir con énfasis que Chile es un país serio, que respeta sus compromisos internacionales y actúa dentro de la legalidad que voluntariamente ha asumido ante la comunidad internacional. Por tanto, la defensa del Estado de Chile se ha desarrollado dentro de los marcos que impone la Convención de Washington y el Acuerdo de Protección y Promoción de Inversiones Chile-España, fuentes de derecho en este caso. No hacerlo de esta manera perjudicaría la credibilidad del país como nación soberana. En este marco, la decisión de la autoridad fue defenderse, de la mejor manera posible, ante la infundada demanda presentada por el ciudadano chileno Víctor Pey, tal como ha ocurrido en otras situaciones que tienen que ver con diferencias comerciales y conflictos internacionales. Recuérdese, sin ir más lejos, lo que significó el reclamo chileno por los casos de las uvas envenenadas, el salmón o las frambuesas, entre otros.

    Chile ha desplegado todos los esfuerzos necesarios para defender su patrimonio y sus intereses, desde una perspectiva unitaria y con visión de Estado. Ello obviamente implica gastos, muchas veces elevados con relación a los estándares nacionales, pero en perfecta concordancia, incluso inferior, con los costos de este tipo de juicios en el concierto internacional. Además, el monto de esos gastos es extremadamente menor si lo comparamos con el que significaría perder un juicio de estas características, por una mala o poco profesional defensa.

    El Gobierno de Chile, a través del Comité de Inversiones Extranjeras, ha procedido con rigurosidad y transparencia en resguardo del patrimonio y los intereses del Estado. Todas sus actuaciones han sido realizadas con estricto apego a la ley y están a disposición de la honorable Cámara. No hay nada que ocultar. Eso sí, siempre debe tenerse presente que la divulgación irresponsable de esos antecedentes podría perjudicar la estrategia de defensa del juicio.

    Hemos sido absolutamente inflexibles en defender la posición de Chile ante el tribunal arbitral, dentro de los parámetros que nos fija el derecho nacional e internacional aplicables. Aún más, ante el exigente escenario que se ha generado en el juicio, a raíz de una reciente resolución procesal, Chile ha potenciado al máximo su equipo de defensa, reclutando al más connotado grupo de especialistas en arbitraje internacional que existe en el mundo. Con los intereses permanentes del Estado de Chile no se juega. Con los intereses permanentes del Estado de Chile no se ganan votos, dinero ni fama.

    Sabemos que la comunidad de las relaciones económicas y del arbitraje internacional está atenta a este juicio, puesto que pone en jaque la institucionalidad jurídica que busca proteger y promover las inversiones entre los países. La señal que queremos dar afuera es fuerte y potente. Los países que se defienden bien desalientan las demandas temerarias e infundadas, como la de este caso.

¿Cuáles son nuestros compromisos ante el CIADI? 

Es conveniente precisar esto. Chile adhirió a la Convención de Washington, de 1965, en 1991. En el marco de su inserción en el mundo, el país ha asumido compromisos de carácter internacional que está obligado a respetar en disputas en materia de inversiones. Recientemente, en las negociaciones del convenio con la Unión Europea, se ha ratificado tácitamente al CIADI como el tribunal competente en materia de solución de controversias(LS).

    Con la suscripción de esos acuerdos Chile busca participar en la construcción de un sistema internacional de solución de controversias acorde con la realidad actual, que permita a los inversionistas extranjeros contar con instancias internacionales a las cuales recurrir en caso de que se susciten diferencias en materia de inversiones. Por lo demás, los inversionistas chilenos en terceros países también cuentan con las mismas garantías.

La rebeldía ante el CIADI (LS).

El sistema del CIADI está diseñado para operar incluso en rebeldía de una de las partes. En ese sentido, el artículo 45-2, de la Convención de Washington establece que ante la rebeldía de una de las partes podrá la otra solicitar al tribunal que decida la controversia y dicte el laudo.

    Según el destacado jurista chileno y árbitro de CIADI, Francisco Orrego Vicuña, la no comparecencia de Chile significaría, simplemente, realizar el procedimiento en su rebeldía, con las dificultades que ello implica para la defensa de los intereses del Estado. En consecuencia, la parte rebelde pierde la oportunidad de hacer valer sus puntos de vista y contradecir los argumentos de la contraparte, con lo cual se resiente su defensa.

    Por lo anterior, es altamente inconveniente para Chile no comparecer o incurrir en rebeldía ante el CIADI, en cualquier etapa del procedimiento, ya sea en materia de jurisdicción o de fondo. Evidentemente, una marginación afectaría no sólo al procedimiento en particular, sino al conjunto de las relaciones económicas internacionales del país y su política de promoción y protección de las inversiones extranjeras.

    No existen muchos casos en el CIADI en que los Estados se hayan marginado unilateralmente de los litigios establecidos en su contra. En estos pocos casos se encuentran países como Jamaica, Congo, Liberia y Zaire. Todos ellos perdieron sus respectivos juicios y fueron condenados a indemnizar al inversionista demandante, salvo el caso de Jamaica, que transigió luego de perder la fase jurisdiccional.

    Así, Chile, en este juicio arbitral, así como en cualquier otro que se registre en su contra ante el CIADI, está obligado a hacer valer sus argumentos en el propio procedimiento arbitral.

Representación de Chile ante al CIADI(LS) 

Como se ha señalado, el 3 de noviembre de 1997, Víctor Pey Casado presentó en conjunto con la fundación española Presidente Allende la solicitud de arbitraje ante el CIADI por la confiscación de las empresas mencionadas.

    Esta fue la primera solicitud de arbitraje ante un tribunal CIADI en contra de Chile, razón por la cual no existía en ese momento un organismo de la administración del Estado encargado de la defensa del Estado ante aquella instancia.

    Después de llevada a cabo una reunión de análisis en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el entonces ministro Juan Villarzú, mediante oficio Nº 44, de 14 de enero de 1998, informó la decisión del Presidente de la República, don Eduardo Frei, al vicepresidente ejecutivo del Comité de Inversiones Extranjeras, don Eduardo Moyano Berríos, en orden a encomendar a este último organismo "la tarea de coordinar la defensa del Gobierno de Chile en asuntos vinculados a la inversión extranjera en que el Estado de Chile sea parte". Agregaba que "Dada la importancia del tema, le agradeceré adoptar, a la brevedad posible, las medidas pertinentes al interior del Comité para asumir dicho cometido e informar sobre el contenido de las mismas".

    Lo anterior fue ratificado mediante oficio Nº 364, de 24 de abril de 1998, dirigido a varios organismos del Estado y en el cual el Ministerio Secretaría General de la Presidencia comunicó "...la decisión del señor Presidente de la República, de encomendar al Comité de Inversiones Extranjeras la coordinación de la defensa del Gobierno de Chile en todos los asuntos vinculados a la inversión extranjera en que el Estado de Chile sea parte y que se susciten ante instancias arbitrales internacionales...".

    Agrega el oficio la necesidad de conformar un equipo de defensa con abogados de la Dirección Jurídica de la Cancillería, de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, del Consejo de Defensa del Estado y del Banco Central. Dicho equipo quedó efectivamente integrado por profesionales de los servicios mencionados, a los cuales se agregó una abogada del Ministerio de Bienes Nacionales y una del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

    Mediante oficio Nº 182, de 12 de marzo de 1998, dirigido al vicepresidente ejecutivo del Comité de Inversiones Extranjeras, el ministro Villarzú ratificó la designación de ese organismo en los términos siguientes: "Vengo en confirmar a Ud. lo siguiente: La decisión de S.E. el Presidente de la República es encomendar al Comité de Inversiones Extranjeras la coordinación de la defensa del Gobierno de Chile en los asuntos vinculados a la inversión extranjera en las que el Estado de Chile sea parte, y que se susciten ante instancias arbitrales internacionales".

¿Cuáles son las razones de esta designación? 

Básicamente, fueron las siguientes:

Primero, la especificidad del tema; segundo, el Comité de Inversiones Extranjeras es la instancia en la cual trabajan los profesionales con mayor experiencia y conocimientos en materias relacionadas con inversión extranjera; tercero, el hecho de que ha sido precisamente esta institución la que ha negociado, conjuntamente con la Cancillería, los Acuerdos de Promoción y Protección de Inversiones, APPI, que Chile ha firmado con diferentes países y, cuarto, es precisamente el APPI con España el que ha sido invocado por Pey Casado y la Fundación Presidente Allende para justificar su demanda.

    Atendido lo anterior, se estimó que era el Comité de Inversiones Extranjeras la institución que tenía la especialización adecuada y el manejo jurídico necesario de los textos invocados para enfrentar esta demanda en mejores condiciones que cualquier otro organismo.

    Por otra parte, en el oficio Nº 44, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, al que se ha hecho referencia, se agregaba que "La existencia de dichos mecanismos de solución de conflictos pone al país ante la posibilidad real de juicios internacionales en los cuales se invoquen los Convenios Internacionales suscritos por Chile en la materia. Ello hace sugerir la necesidad de que un organismo de la Administración del Estado se haga cargo de la coordinación de la defensa de los intereses del Gobierno ante estas instancias internacionales...".

    El actual Gobierno, que entonces era el de Lagos, ha confirmado la designación que en su momento hizo el Presidente Eduardo Frei en orden a mantener la coordinación de la defensa del Estado de Chile en el Comité de Inversiones Extranjeras.

    Hasta ahora, nunca se ha cuestionado la designación del Comité de Inversiones Extranjeras como el órgano del Estado encargado de coordinar la defensa de Chile en juicios internacionales en materia de inversiones extranjeras.

    Por último, cabe destacar que la vicepresidencia ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras ha mantenido permanentemente informados a los miembros de ese Comité y a otras autoridades del Estado y del Congreso Nacional acerca de los acontecimientos de este juicio. De hecho, todas las decisiones jurídicas de relevancia han sido adoptadas con la aprobación de los miembros del Comité de Inversiones Extranjeras.

Participación del Consejo de Defensa del Estado. Puede extrañar su inicial presencia y su posterior retiro. 

Los párrafos siguientes han sido extraídos de LS. 

    Desde que se constituyó el equipo de defensa en el Comité de Inversiones Extranjeras, se invitó a formar parte de él al Consejo de Defensa del Estado. Para ello, el jefe de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, don Carlos Carmona, le envió a la presidenta del Consejo el oficio Nº 365, de 24 de abril de 1998.

    De responder favorablemente a la invitación mencionada, con fecha 4 de mayo del mismo año, mediante oficio Nº 2.255, la presidenta del Consejo de Defensa del Estado, señora Clara Szczaranski, informó al fiscal del Comité de Inversiones Extranjeras, don Juan Banderas, que había sido designado el abogado consejero don Crisólogo Bustos para que se integrara al equipo de defensa. Efectivamente, el señor Bustos participó en todas las reuniones que semanalmente realizaba el equipo mencionado, hasta que el propio Consejo de Defensa del Estado decidió marginarse de él.

    En efecto, el presidente subrogante del Consejo de Defensa del Estado, Eduardo Urrejola, mediante oficio Nº 3.545, de 17 de julio de 1998, informó al vicepresidente ejecutivo del Comité de Inversiones Extranjeras la decisión del Consejo de Defensa del Estado de marginarse del equipo de defensa, en los siguientes términos: "Me permito informarle que, en sesión celebrada el 30 de junio de 1998, el Consejo decidió, teniendo en vista las atribuciones que le otorga su ley orgánica, que no es procedente que uno de sus miembros integre un grupo de trabajo y asuma responsabilidades en nombre del Consejo, en la defensa de un litigio cuya conducción había quedado entregada a otro organismo del Estado".

    Agrega que "Tal decisión en modo alguno implica desconocer la importancia y gravedad del caso judicial que nos ocupa. Muy por el contrario, es precisamente por la envergadura y alcances del mismo, que el Consejo, al cual la ley le entrega como misión principal la defensa judicial de los intereses del Estado, debe ser particularmente cuidadoso, para no intervenir si en un caso como éste, estima que no está facultado, previniendo de este modo ulteriores nulidades".

    No obstante lo anterior, la defensa del Estado de Chile en este juicio ha mantenido informado al Consejo de Defensa del Estado del desarrollo y evolución del mismo, tanto por escrito, haciéndole llegar copia de los textos más importantes, como a través de contactos telefónicos y reuniones personales con la procuradora fiscal de Santiago, señora Silvia Morales Gana, como asimismo con el abogado a cargo del tema, señor Mateo Gallardo.

    Esto, teniendo presente la facultad del Consejo de Defensa del Estado de supervigilancia de los juicios en que participe el Estado de Chile, tal como lo señala el numeral 6 del artículo 3º de la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado.

    La opinión expuesta por el Consejo de Defensa del Estado ha sido recientemente reiterada mediante oficio ordinario Nº 4.279, de 7 de agosto de 2002, por su presidenta, quien ha indicado que "como es de conocimiento de ese Comité, nuestra competencia sólo está referida a la representación del Estado ante los tribunales chilenos". (LS.2002).

    Debo manifestar que me extraña el proceder del Consejo de Defensa del Estado, que después de aceptar una participación, se margina. Cuando más participan en un asunto de esta naturaleza, se dispone de mayor elementos de juicio y además se hace presente no sólo representantes del Gobierno de turno, sino que también la participación más amplia y representativa del Estado. 

Posibilidad del futuro de El Clarín.

En entrevista su ex Director, el periodista Gamboa cuando se le consulta respecto de la posibilidad de que Clarín vuelva a circular, señala: "Creo que hace falta un diario con esa tendencia que tenía Clarín de relatar los hechos y las vicisitudes de la gente del pueblo. ¡Falta ese diario que diga la verdad!, ¡falta un diario que reportee en el terreno, que vaya a las canchas de fútbol de barrios, que converse con los jugadores, con los astros, con el público! ¡Que vaya a las poblaciones, hable con sus dirigentes, cuente las necesidades y los problemas que sufre el pueblo! Eso nosotros lo hacíamos siempre: en lo gremial, deportivo y artístico".

    En una entrevista a Víctor Pey, éste afirma: “Tengo el compromiso moral de reeditar 

Clarín” . Él ha manifestado en más de una ocasión que un resultado favorable para él en el CIADI, significará que se publique en Chile un diario que haga contrapeso a los grandes del duopolio El Mercurio-Copesa y rompa el escaso pluralismo existente.

	.


El proceso 

Según LS. Hemos indicado que con fecha 3 de noviembre de 1997, Víctor Pey Casado, de nacionalidad española y chilena, conjuntamente con la fundación española Presidente Allende, representados ambos por Joan Garcés, presentaron formalmente ante el CIADI una solicitud de registro de arbitraje.

    Como un trámite previo al inicio del juicio propiamente tal, se planteó una discusión respecto de la solicitud de registro de demanda ante el CIADI. El Estado de Chile se opuso a dicho registro a través de un prolongado intercambio de escritos con la Secretaría del CIADI. Sin embargo, ésta procedió al registro de la solicitud el día 20 de abril de 1998, en razón de que el artículo 36 de la Convención de Washington establece que para determinar la procedencia del registro, la Secretaría del CIADI debe tener en consideración únicamente los antecedentes entregados en la solicitud de demanda.

    No obstante, tal registro se realizó con observaciones del propio secretario general del CIADI, en el sentido de que dicha inscripción se hace a pesar de que persisten una seria de dudas respecto de la pertinencia de la misma.

    Después de efectuado el registro, se procedió, de acuerdo con las reglas de la Convención de Washington, a la etapa de constitución del tribunal arbitral.

    El 19 de noviembre de 1998 éste queda conformado por los siguientes jueces: 1) Galo Leoro Franco, ecuatoriano, ex presidente del Comité Jurídico Interamericano de la OEA, ex canciller de Ecuador, árbitro designado por Chile; 2) Mohammed Bedjaoui, argelino, ex presidente de la Corte Internacional de Justicia y ex ministro de Justicia de Argelia, designado por la contraparte, y 3) Francisco Rezek, brasileño, ex canciller de Brasil, juez de la Corte Internacional de Justicia, nombrado por el CIADI y aceptado por ambas partes.

    La primera reunión del tribunal con las partes se llevó a cabo con fechas 2 y 3 de febrero de 1999, en Washington, Distrito de Columbia. En esta audiencia se estableció el calendario procesal que regiría el procedimiento.

    Conforme a este calendario, Pey Casado y la Fundación Presidente Allende formalizaron su memorial de demanda el 26 de marzo de 1999. Por su parte, el Estado de Chile presentó su memorial de incompetencia el 20 de julio de 1999. A continuación, los demandantes presentaron su memorial de contestación al de incompetencia el 18 de septiembre de 1999, y posteriormente Chile contestó con su memorial de réplica el 27 de diciembre de 1999. Finalmente, el 7 de febrero de 2000, los demandantes presentaron su memorial de dúplica. Con lo anterior, se puso término a la etapa escrita de este incidente de incompetencia dentro del juicio arbitral.

    Conforme al calendario, las audiencias orales se llevaron a cabo los días 3, 4 y 5 de mayo de 2000, en Washington D.C.

    Durante el procedimiento señalado, Chile expuso todas y cada una de las alegaciones que en derecho correspondían y que perseguían la declaración de incompetencia del tribunal arbitral.

    En efecto, se presentaron seis argumentos, correspondiendo cada uno a un capítulo en el memorial de incompetencia. En síntesis, los argumentos fueron los siguientes:

1. La nacionalidad del señor Víctor Pey: el demandante no puede tener la nacionalidad del Estado parte en la controversia y el señor Pey es chileno, además de español.

2. El Acuerdo de Protección y Promoción de Inversiones firmado por Chile y España no tiene efecto retroactivo, vale decir, no se aplica a situaciones anteriores a su entrada en vigencia, salvo casos de excepción que no se dan en esta controversia.

3. Los activos reclamados por don Víctor Pey no constituyen una inversión, en virtud del Acuerdo de Protección y Promoción de Inversiones.

4. La Fundación Presidente Allende no realizó las conversaciones amistosas que establece el artículo 10 del Acuerdo de Protección y Promoción de Inversiones, que es un requisito habilitante para concurrir al CIADI.

5. Los demandantes renunciaron al arbitraje internacional, puesto que hicieron uso de la opción única y definitiva de jurisdicción al interponer, en 1995, una demanda ante el Primer Juzgado Civil de Santiago, solicitando la devolución de una máquina rotativa Goss, que formaba parte de los bienes confiscados.

6. El Estado de Chile no ha otorgado jamás su consentimiento para que esta controversia sea sometida a la jurisdicción del CIADI.

    En la réplica, el Estado de Chile enunció un argumento adicional. En efecto, se argumenta que Pey Casado habría incurrido en la figura de fraude a la ley al tratar infructuosamente de renunciar a la nacionalidad chilena y al hacer cesión de los derechos dimanantes(provenientes) de la supuesta inversión extranjera a una entidad española, para así poder ampararse al Acuerdo de Protección y Promoción de Inversiones y tener acceso al CIADI.

    En definitiva, el consentimiento de Chile no ha sido otorgado, porque no ha habido inversión extranjera en el territorio de Chile; no ha habido transferencia de capitales a Chile; la supuesta inversión se habría realizado violando la legislación chilena; uno de los demandantes tiene la nacionalidad del Estado parte en la controversia; los demandantes ya ejercieron la opción única y definitiva de jurisdicción al recurrir a los tribunales chilenos y, por último, uno de los demandantes no cumplió un requisito habilitante para presentarse al CIADI, como son las conversaciones amistosas previas.

   En mi opinión personal, por lo menos gran parte de estos planteamientos son de enorme peso. Ello debió haber dado base a la resolución de incompatibilidad del CIADI para intervenir en esta controversia.

Renuncia del presidente señor Rezek y reconstitución del tribunal. 

A comienzos de marzo de 2001 se reunió en París el tribunal arbitral convocado por su presidente, don Francisco Rezek. En dicha reunión los árbitros intercambiaron opiniones sobre las posiciones finales de cada uno de ellos respecto del incidente de jurisdicción.

    Con fecha 12 de marzo de 2001, Joan Garcés pidió, a través de una carta, la renuncia del presidente del tribunal acusándolo de actuaciones "que no inspiran la plena confianza en la imparcialidad de juicio que se espera de un árbitro" y, subsidiariamente, para la eventualidad de que éste no renunciara, anunciaba formalmente su intención de recusarlo.

    En 13 de marzo de 2001, el presidente del tribunal arbitral renunció a su cargo en razón de que, según él mismo expresa, no puede seguir en él si ha perdido la confianza de una de las partes. Rezek indicó en su carta renuncia que lamentaba que esta falta de confianza se produjera algunos días después de que los árbitros se habían reunido "a puertas cerradas" para discutir sus posiciones finales en el juicio.

    Dada la extrema gravedad de estos hechos, Chile expresó su molestia al CIADI por escrito.

    Desde la renuncia de Francisco Rezek, ocurrida el 13 de marzo de 2001, hasta el 13 de abril del mismo año, el tribunal estuvo en receso. Con fecha 13 de abril se designó presidente del Tribunal al profesor de nacionalidad suiza, Pierre Lalive, destacado jurista en materia de arbitraje, considerado como un juez apegado al derecho y políticamente independiente. Su nombre fue aceptado por Chile después de evaluar varias propuestas y currículos de otros jueces, como los juristas Albert Jan Var Den Berg y Gabrielle Kaufmann-Köller.

    El señor Lalive, profesor de derecho internacional de la Universidad de Ginebra, es considerado uno de los más grandes expertos en arbitraje a nivel mundial. Es doctor en derecho de la Universidad de Cambridge y de la Universidad de Ginebra. Ha sido profesor en la Universidad de Columbia, Cambridge, Bruselas y en la Academia de Derecho Internacional de La Haya.

    Chile insistió reiteradamente en que una de las misiones de ese tribunal reconstituido sería investigar por qué el juez Rezek se sintió obligado a renunciar. También solicitó una certificación respecto del punto en que se encontraba el procedimiento al momento de producirse la vacante, según señala la Regla 12 de Arbitraje del CIADI.

    Con fecha 21 de mayo de 2001, el juez Lalive indicó que las deliberaciones del tribunal son esencialmente secretas, según se señala expresamente en la Convención, y que es claro que no había alcanzado a existir fallo o acuerdo de ninguna especie al momento de producirse la vacante. Ante ello y según las reglas, Lalive señaló que le correspondía entrar a conocer el juicio desde la etapa de la deliberación, donde, además, de acuerdo con la misma Regla 12, tenía la facultad de ordenar que se repitieran las audiencias orales.

Medidas provisionales 

Con fecha 21 de abril de 2001, Joan Garcés solicitó al tribunal decretar medidas provisionales orientadas a suspender la materialización y pago de indemnizaciones decretadas por el Ministerio de Bienes Nacionales en el marco de la ley de Restituciones e Indemnizaciones. En virtud de este cuerpo legal, tal ministerio dictó en el año 2000 la resolución Nº 43, la cual reconoce la calidad de titulares de derecho sobre los bienes del diario "El Clarín" a terceros. Según Garcés, los derechos reconocidos se contraponen a las pretensiones de Pey Casado y la Fundación Presidente Allende por recaer sobre los mismos bienes.

    Los terceros reconocidos son los siguientes: sucesión de don Darío Sainte-Marie Sorucco; sucesión de don Ramón Carrasco Peña; sucesión de don Emilio González González; Jorge Venegas Venegas. Parcialmente, respecto de un inmueble ubicado en calle Dieciocho Nº 263, se le reconoce derechos en cuotas de sus respectivos legados a la sucesión de Francisco Carralero Peñalver y a Julián Cornejo de Sasia.

    Con fecha 21 y 22 de junio se realizaron audiencias orales en Ginebra respecto de las citadas medidas provisionales. El tribunal también dispuso que se alegara sobre una medida solicitada por el Estado de Chile, en septiembre de 1998, pidiéndole al tribunal que le exigiera a la contraparte garantizar los resultados del juicio, para la eventualidad de que fuera condenada en costas. Lo anterior, en atención a la evidente insolvencia tanto de Pey Casado como de la Fundación Presidente Allende para cubrir los gastos que ha significado el presente juicio.

    Terminadas las audiencias, el tribunal quedó en deliberación respecto de la dictación o no de medidas provisionales. Con fecha 25 de septiembre de 2001, éste dictó una resolución rechazando las medidas solicitadas por ambas partes.

    Por otra parte, el tribunal dispuso la realización de nuevas audiencias orales con respecto al incidente de jurisdicción del 29 y 30 de octubre de 2001 en Washington. Estas audiencias constituyeron especialmente una repetición de las de mayo de 2000. Cumplido tal calendario procesal, el tribunal de arbitraje entró en una fase de deliberación dictando recientemente dos resoluciones: la decisión del 8 de mayo de 2002, y la orden procesal Nº 5, de fecha 10 de mayo de 2002(LS. 2002).

Nuevo escenario procesal 

La resolución del 8 de mayo, que unió el tema de la jurisdicción con el fondo de la causa, no se pronunció ni a favor ni en contra de la posición de Chile respecto de la competencia; simplemente decidió exigir a las partes que produjeran información y argumentos respecto del fondo para permitirle una mayor comprensión de las cuestiones fácticas y jurídicas relativas al tema de la competencia, cuestiones que, por otro lado, el tribunal percibió como íntimamente ligadas a la cuestión de fondo, atendida su naturaleza(LS).

    En mi opinión, es extraño que el tribunal no se haya pronunciado primero sobre el tema de la jurisdicción. Esto ha sido un factor importante de demora de un fallo, que ya ha superado los diez años y que ha pasado a ser el de más duración en la historia de la participación del CIADI. Por lo tanto también ha pasado a constituir una causal de los elevados costos del proceso, costas que es probable las deba cubrir en alta proporción la parte perdedora. 

    Según LS (2002), la defensa de Chile tratará cada uno de los puntos de la decisión del 8 de mayo que ameriten observaciones, objeciones o argumentos en el momento apropiado del procedimiento, según la Convención y las Reglas de Arbitraje. El Estado de Chile no ha aceptado la competencia del Tribunal Arbitral, cuestión que continuará haciéndose valer en cada una de las instancias procesales de que dispongamos. Además, cada una de las decisiones adoptadas por Chile ha sido avalada por los abogados asesores de nuestro país del Estudio White & Case, expertos mundiales en este tipo de arbitrajes internacionales.

    En la orden procesal Nº 5, de fecha 10 de mayo, el tribunal estableció el calendario procesal para tratar nuevamente el tema jurisdiccional junto con los antecedentes de fondo del asunto. Cabe aclarar que esta orden fue desafiada por Chile, esgrimiendo una serie de argumentos de derecho y práctica arbitral internacional en contra del cronograma establecido. Los argumentos de Chile a este respecto fueron favorablemente acogidos por el tribunal en su orden procesal Nº 6, de fecha 8 de julio de 2002. Simultáneamente, los argumentos de la contraparte fueron rechazados en forma categórica por el tribunal.

    Más aún, con fecha de ayer, 20 de agosto de 2002, el tribunal de arbitraje dictó la orden procesal Nº 8, en la cual nuevamente acogió de manera favorable una solicitud presentada por Chile y resolvió otorgar a nuestro país un plazo adicional para contestar la memoria de demanda de la contraparte.

    Así, el calendario procesal vigente a esta fecha establece la presentación de un memorial de demanda por parte de nuestra contraparte para el 16 septiembre de 2002; una respuesta escrita de Chile para el 16 de diciembre del mismo año, y alegatos orales en Washington para fines de enero y comienzos de febrero de 2003. Además, concluidas las audiencias orales, las partes simultáneamente presentarían memoriales finales escritos.

Estrategia de defensa para la nueva etapa 

Las resoluciones procesales antes mencionadas colocan a Chile ante un nuevo y exigente escenario, en el que se hace indispensable una asesoría directa y comprensiva de parte de una firma de comprobada experiencia en materia de arbitraje internacional CIADI, para que trabaje conjuntamente con el equipo de abogados chilenos que ha llevado este caso.

    La práctica internacional indica que es indispensable la asesoría directa y comprensiva de parte de firmas especialistas en arbitraje internacional. Tanto así, que Joan Garcés es asistido fuertemente por uno de los más importantes estudios de Francia, especialista en arbitraje internacional. La mayor parte de los países que han debido enfrentar este tipo de arbitrajes internacionales han recurrido a la asistencia de estudios extranjeros especialistas en estas materias.

    El equipo jurídico se ha potenciado al máximo para afrontar el nuevo escenario procesal. La firma estadounidense White & Case cuenta con la conducción del jurista Ronald Goodman, socio de la firma, quien posee una vasta experiencia en arbitraje y defensa de Estados soberanos y ha litigado en importantes casos ante el CIADI, la Corte de Arbitraje de la Cámara Internacional de Comercio, la Comisión de Compensación de las Naciones Unidas y otras importantes entidades internacionales. Anteriormente, el doctor Goodman fue miembro del equipo legal del tribunal "Irán-Estados Unidos", con sede en La Haya, quizás uno de los procesos más importantes y complejos en la historia del arbitraje internacional. Lo acompañan la socia Abby Cohen-Smutny, quien también es experta en arbitraje y defensa de Estados soberanos, y cuenta con extensa experiencia en arbitrajes en distintos foros e instituciones internacionales.

    El equipo legal de apoyo está conformado además por el abogado estadounidense de origen paraguayo Paolo Di Rosa, ex director de la Asesoría Jurídica para Asuntos Hemisféricos y de América Latina del Departamento de Estado de los Estados Unidos y especialista en derecho internacional, y el abogado alemán y ex diplomático de ese país Eckhard Hellbeck, también especialista en derecho internacional.

    Además, el equipo dispone de la asesoría de otros destacados juristas de White & Case, como Charles Brower, ex asesor jurídico en ejercicio del Departamento de Estado de Estados Unidos y actual juez en el tribunal "Irán-Estados Unidos"; Carolyn Lamm, actualmente árbitro en un caso CIADI, y Horacio Grigera Neón, ex secretario general de la Corte Internacional de Arbitraje de la Cámara Internacional de Comercio, que a su vez también está actuando como árbitro en otro caso CIADI.

    El equipo jurídico en Chile está liderado por el fiscal del Comité de Inversiones Extranjeras, señor Claudio Castillo, abogado con ocho años de trabajo en el Comité, e integrado por otros abogados de esa repartición.(Nota: información al año 2002)

    Adicionalmente, se cuenta con la asesoría y apoyo de representantes de otras reparticiones del Estado, según las necesidades que vayan surgiendo en las distintas etapas del procedimiento. Entre ellas, los Ministerios de Economía, de Relaciones Exteriores, de Bienes Nacionales y de Hacienda, y el Consejo de Defensa del Estado.

Selección del estudio extranjero. 

Toda esta información proviene de La Semana. Si bien parece demasiada extensa y detallada, me pareció conveniente incluirla textualmente, para mejor informar y poder apreciar la seriedad con que se habría trabajado. 

    La contratación inicial de White & Case en calidad de asesor externo fue realizada luego de un proceso de licitación, en 1999, y después de que se entrevistaron abogados de éste y otros prestigiosos estudios como Arnold & Porter, Covington & Burling, Coudert Brothers, Steptoe & Johnson, Akin & Gump y Cameron & Hornbostel.

    Atendida la naturaleza inicial del juicio, en el cual se discutía básicamente la jurisdicción del tribunal, se estimó que la función de White & Case debía centrarse en una asesoría de carácter específico en materia de doctrina y jurisprudencia internacional, así como en la asistencia de las audiencias orales que pudieren decretarse. Pero la estrategia general del juicio, así como la elaboración de los memoriales y la organización de su documentación anexa, permanecía radicada en el equipo de defensa del Comité de Inversiones Extranjeras.

    Ante la decisión del tribunal del 8 de mayo de 2002 y las instrucciones que éste entregó a las partes para la continuación del juicio en la orden procesal número 5, el Comité de Inversiones Extranjeras estimó imprescindible potenciar al máximo el equipo de trabajo.

    La propuesta fue darle una mayor participación a un estudio extranjero experto en arbitraje internacional, para que asumiera como patrocinante del juicio, bajo la dirección de la fiscalía del Comité de Inversiones Extranjeras como contraparte técnica.

    El decreto Nº 98 del Ministerio de Hacienda permite, mediante decreto fundado expedido a través de ese Ministerio, la celebración directa de convenios de prestación de servicios que se celebren con personas jurídicas extranjeras y que deban ejecutarse fuera del territorio nacional. No obstante, el Comité de Ministros determinó realizar un proceso de selección, mediante licitación privada, que determinara el estudio que llevaría el caso en este nuevo escenario procesal. Una comisión, en la cual participaron representantes de los Ministerios de Relaciones Exteriores, de Hacienda, de Economía y funcionarios del Comité de Inversiones Extranjeras, se encargó de redactar las bases de la licitación y de entrevistar a los estudios pertinentes. Concursaron los estudios White & Case, Arnold & Porter, Coudert Brothers, Baker & Botts, Steptoe & Johnson, Skadden, Arps, Slate, Meagher & Flom y Cameron & Hornbostel.

    El proceso determinó que la mejor propuesta fue la de White & Case, quienes, además, contaban con toda la experiencia previa en este mismo caso. El Comité de ministros aprobó la decisión y White & Case fue, así, seleccionado para representar a Chile en esta parte del juicio.

    White & Case es considerado uno de los mejores estudios jurídicos en materia arbitral y es, de hecho, el estudio que tiene mayor experiencia en casos CIADI en todo el mundo. Según evaluaciones internacionales, White & Case posee el más grande grupo de abogados especialistas en arbitraje CIADI, American Arbitration Association, International Chamber of Commerce y otros, quienes permanentemente publican en las más prestigiosas revistas especializadas y participan en forma activa en foros y reuniones de expertos en arbitraje que se realizan en todo el mundo.

    Con este nuevo esquema, White & Case asume el rol de abogado en autos, bajo la permanente dirección y supervisión de la fiscalía del Comité de Inversiones Extranjeras. Sus funciones incluyen la responsabilidad por toda la correspondencia y presentaciones que se deban hacer al tribunal; coordinar y dirigir el proceso de obtención y clasificación de información y evidencia relevante; coordinar y dirigir la investigación, identificar testigos, expertos y coordinar sus entrevistas; recomendar la estrategia y la táctica por seguir en las audiencias que se decreten y conducir dichas reuniones en nombre del Estado.

Las dudas de la oposición
El diputado Germán Becker en la misma sesión de 2002 en que el tema había sido tratada en la Cámara de Diputados, planteó una serie de dudas acerca de la forma como se ha llevado el caso. Procediendo a leer un estudio realizado por el Instituto Libertad y que se reproduce a continuación:

    En el año 1995 Víctor Pey Casado, ciudadano chileno-español, acogido al convenio de doble nacionalidad, obtuvo la devolución de títulos de traspaso de acciones en blanco del diario "El Clarín" que se encontraban en poder del Octavo Juzgado del Crimen de Santiago, en virtud de un juicio que seguía en su contra el Servicio de Impuestos Internos.

    El mismo año, el señor Pey inició un juicio en Chile en contra del fisco, con el fin de lograr la devolución de maquinaria del diario "El Clarín", lo que no ha conseguido hasta ahora.

    En 1996, ante las escasas expectativas de ganar el juicio en Chile, Víctor Pey, en complicidad con la fundación española Presidente Allende, presidida por el abogado Joan Garcés, a la que había cedido en 1990, en 6 mil dólares, el 90 por ciento de las acciones del diario "El Clarín", de las que dice ser dueño, comenzó con las maniobras que conducirían al juicio arbitral seguido ante el Ciadi, Centro Internacional de Arreglos de Diferencias Relativas a Inversiones.

    El señor Pey, consciente de que su nacionalidad chilena le impedía acudir al CIADI, el 10 de diciembre de 1996 presentó una carta al Ministerio del Interior, en la que deja constancia de que había trasladado su residencia a España, abandonando los beneficios del tratado sobre doble nacionalidad. Como sabía que esta constancia no lo privaba de su nacionalidad chilena, que era su objetivo principal, el señor Pey, aconsejado por el abogado Garcés, viajó a Mendoza, Argentina, el 16 de septiembre de 1997 en donde formuló una declaración de renuncia a la nacionalidad chilena ante el cónsul de España de esa ciudad.

    Luego, se trasladó a España donde por carta del 24 de abril de 1998, el abogado Garcés instó al Ministerio de Asuntos Exteriores en España para que notificara a Chile la renuncia a la nacionalidad chilena del señor Pey, lo cual obtuvo mediante la nota verbal del 7 de julio de 1998, de la embajada de España en Chile.

    Una vez avanzadas estas operaciones, el 3 de noviembre de 1997, el señor Pey -confiado en que la maniobra destinada a ocultar su nacionalidad tendría éxito- conjuntamente con la Fundación Presidente Allende presentaron en Washington una demanda arbitral en contra del Estado chileno ante el CIADI, en la que sostienen ser los únicos propietarios del antiguo diario "El Clarín", confiscado en 1975.

    Como consecuencia de todos los artilugios ideados por el señor Pey, el 28 de julio de 1998 llegó el siguiente oficio del director de Política Consular e Inmigración a la señora directora del Registro Civil:

1. De la nota verbal que se acompaña, emanada de la embajada de España en Chile y los antecedentes que se anexan, se desprende que el señor Víctor Pey ha renunciado a la nacionalidad chilena, en virtud de la norma enunciada en el encabezamiento.

2. En consecuencia, salvo mejor parecer, procedería disponer que se practiquen las inscripciones a que haya lugar.

    Este documento es absolutamente irregular. En primer lugar, la norma enunciada corresponde al artículo 5º del convenio de doble nacionalidad, que en ninguna parte dice que se puede renunciar a la nacionalidad chilena o española.

    En segundo lugar, esto se refiere sólo al cambio de domicilio. Si un chileno español vive en España, actúa como español; si reside en Chile, actúa como chileno. El señor Pey, por lo demás, reside en Chile desde 1947, tiene domicilio y teléfono conocido, vive en la calle Manuel de Salas de la comuna de La Reina -figura en la guía telefónica-, está inscrito en el Registro Electoral, vota en la mesa 89 de varones, con la inscripción Nº 55 de La Reina. En verdad, siempre ha estado en el país.

    En tercer lugar, el documento es irregular porque, como todos sabemos, la nacionalidad chilena es irrenunciable, de acuerdo con el artículo 11 de la Constitución Política de la República. Los únicos que no sabían eso, aparentemente, eran el director de Política Consular e Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores y la directora del Registro Civil e Identificación, ya que ordenaron inscribir en la tarjeta índice del señor Pey, documento reservado que está en el Registro Civil, lo siguiente: El señor Víctor Pey Casado ha renunciado a la nacionalidad chilena. En consecuencia, la nacionalidad del señor Pey es extranjera.

    No es chilena ni española; es extranjera. Es algo burdo, porque nadie es extranjero. Pero concuerda con lo que necesitaba el Joan Garcés: que reconocieran en Chile que el señor Pey era extranjero.

    Este documento se filtró, se acompañó al CIADI y en él se basó para acoger la solicitud de arbitraje.

    En 1998, el Estado de Chile fue notificado de la demanda y el Presidente de la República, en forma inexplicable, dispone que el Comité de Inversiones Extranjeras, no el Consejo de Defensa del Estado, se encargue de la defensa de los intereses nacionales.

    El fiscal del Comité de Inversiones Extrajeras, don Juan Banderas, en su calidad de coordinador de la defensa chilena, viajó a Europa para reunirse con Joan Garcés e instarlo a que se acogiera a la recién promulgada ley Nº 19.568, sobre restitución de bienes confiscados a partidos políticos y organizaciones posterior a 1973. Obviamente, el señor Garcés rechaza esa proposición.

    El 14 de junio de 1999, advertido el Comité de Inversiones Extranjeras de que la nacionalidad del señor Pey estaba seriamente cuestionada, solicitó un pronunciamiento al señor Jaime Moreno, jefe del Departamento de Extranjería y Migración del Ministerio, acerca de la nacionalidad del señor Pey. Por oficio que llegó el 23 de junio de 1999, se expresó que el señor Pey sigue siendo chileno, porque la nacionalidad chilena es irrenunciable, según el artículo 11 de la Constitución, lo que todos sabemos.

    Esto se inscribió en la tarjeta índice del señor Pey. Es decir, durante un tiempo fue extranjero, pero después, de nuevo volvió a ser chileno. Lamentablemente, los señores Pey y Garcés ya habían logrado el objetivo de que el Ciadi acogiera su demanda.

    En junio de 2000, la Contraloría General de la República ordenó instruir un sumario administrativo por todas estas irregularidades. En primer término, por la anotación registrada en la tarjeta índice del señor Pey, que da cuenta de su renuncia a la nacionalidad chilena. En segundo término, por la filtración de información y documentación interna, incluso reservada, de distintos servicios públicos chilenos, a Joan Garcés, entre los que se lograron establecer: la tarjeta índice del señor Pey; los oficios Nºs 65 y 1.446, de 1999, intercambiados entre el Comité de Inversiones Extranjeras y el Consejo de Defensa del Estado, y copia de la resolución Nº 43, del Ministerio de Bienes Nacionales, antes de que fueran notificadas las partes. Incluso, se llegó al descaro de que el propio abogado Garcés en Washington le exhibiera a los abogados chilenos copia de la resolución Nº 43 antes de que ellos mismos se enteraran.

    En efecto, el 28 de abril del mismo año, el Ministerio de Bienes Nacionales había dictado la resolución Nº 43, mediante la cual se acogió la solicitud de indemnización de los accionistas del diario "El Clarín" en Chile. Ante ello, el 22 de noviembre el abogado Joan Garcés hizo una presentación a la Contraloría General de la República para impugnar y solicitar la suspensión de dicha resolución Nº 43, petición que fue desechada.

    El 25 de septiembre del mismo año, el tribunal arbitral emitió una decisión que, en su acápite 3, señala: "El Tribunal toma nota con mucha satisfacción del compromiso que le han renovado los representantes de Chile, en cuanto a la primacía del derecho internacional sobre el derecho interno y su compromiso reiterado de ejecutar sin ninguna dificultad cualquier laudo que el tribunal de arbitraje podría pronunciar, incluso en la hipótesis de que el Tribunal admitiría su competencia y se pronunciaría respecto al fondo del asunto a favor de una indemnización para la parte demandante".

    El 8 de mayo de 2002, el tribunal arbitral resolvió entrar a conocer el fondo de la demanda del señor Pey, postergando la decisión acerca de su competencia o incompetencia para la sentencia final.

    Una vez dictada esta resolución, en Chile, recién el 24 de julio del mismo año terminó la tramitación de los cuatro decretos dictados en virtud de la resolución Nº 43, del año 2000, correspondiente al pago de la indemnización a los herederos chilenos del diario "El Clarín".

______________

    Frente a las críticas de la oposición y a las dudas que se han planteado sobre la flexibilidad que habría tenido el Comité de Inversiones Extranjeras ante el CIADI, el Presidente Lagos encarga en el 2002 al destacado jurisconsulto Jorge Carey, hacerse cargo de la defensa de los intereses nacionales, responsabilidad que él asume sin cobro de honorarios.

    Por otra parte se informa en la prensa que Víctor Pey conduce su cruzada privada para devolverle algún balance ideológico a la prensa chilena desde un modesto departamento del segundo piso de un edificio ubicado en el barrio de clase media de Ñuñoa, en Santiago(antecedentes del 2002). Hay allí una gastada alfombra color café, una silla con el espaldar roto frente a un computador, y estantes de libros, revistas y fotos de su abigarrado pasado. Pey es un hombre erguido de piel pálida y un aura de estar siempre apurado. Ahora, recientemente recuperado de un problema cardíaco, a su edad es comprensiblemente impaciente de poder llegar a un arreglo en la disputa sobre El Clarín y poder dedicarse a la construcción de un nuevo periódico.           


     En una entrevista a Víctor Pey, éste afirma: “Tengo el compromiso moral de reeditar 

Clarín” . Él ha manifestado en más de una ocasión que un resultado favorable para él en el CIADI, significará que se publique en Chile un diario que haga contrapeso a los grandes del duopolio El Mercurio-Copesa y rompa el escaso pluralismo existente.

	.


    Finalmente Pey y Garcés no se acogen a ley  19.568 de 1998 que restituía o indemnizaba los bienes confiscados. 
    La disposición del Estado, mientras tanto, es nula y, si bien no lo dice, cree que Pey y la Fundación -que en esto lleva el 90 por ciento de lo que se recaude- no son los dueños de Clarín, y que pagarles una indemnización, cualquiera que sea, significará un desfalco al Estado porque éste -entienden- ya canceló a los que sí consideró los legítimos propietarios del matutino que fuera hace treinta años el más popular del país.
    Pey, sin embargo, sí ofició a la repartición; pero sólo para notificarla de que no se haría parte de ningún procedimiento sobre el particular, en atención al juicio arbitral que sobre el mismo tema lo tenía trenzado con el Estado chileno desde 1997 ante el CIADI).
Pey y el futuro Clarín

Declara Pey hace un par de años atrás: Ahora, como tarea principal estoy abocado al rescate del diario "Clarín" -el rotativo de mayor circulación nacional al momento del golpe de Estado de 1973- pendiente de un juicio arbitral que se ventila ,desde hace ya 8 años, ante un tribunal Internacional del Banco Mundial, de Washington, con objeto de recrear ese medio libre y progresista de información independiente de partidos políticos, de grupos económicos y de confesiones religiosas de ninguna índole.                                                                                                   

    De nada sirven los vaticinios. Lo que le aseguro es que si Clarín vuelve a la calle como diario impreso en nuestras manos, será, tal como le indiqué que lo era cuando fue eliminado por la fuerza el día 11 de septiembre de 1973, un medio de expresión independiente de grupos políticos, económicos y confesionales, que seguirá los ideales que inspiraron la acción pública de Allende, de profundización de la democracia, de la libertad de expresión, de solidaridad humana expresada en una mayor justicia social. Si moriremos o no en el intento sólo el tiempo lo dirá. Pero que ése es nuestro intento, el de salir y el de perdurar, no le quepa la menor duda de ello.

    Desde septiembre de 2005, Clarín cuenta con una versión electrónica: www.elclarin.cl.


Crítica de Pey a la prensa chilena

Interesante es el artículo del periodista Francisco Marín, publicado en una edición de El Ciudadano de octubre de 2007. Gran parte de la información para los párrafos siguientes se  ha obtenido de esta fuente.

    En cuanto a la posibilidad de que Clarín se edite nuevamente, Pey en una entrevista de hace un par de años, señala: "Creo que hace falta un diario con esa tendencia que tenía Clarín de relatar los hechos y las vicisitudes de la gente del pueblo. ¡Falta ese diario que diga la verdad!, ¡falta un diario que reportee en el terreno, que vaya a las canchas de fútbol de barrios, que converse con los jugadores, con los astros, con el público! ¡Que vaya a las poblaciones, hable con sus dirigentes, cuente las necesidades y los problemas que sufre el pueblo! Eso nosotros lo hacíamos siempre: en lo gremial, deportivo y artístico". 

    Prosigue: "Yo te digo: un diario que volviera a manejar el tipo de periodismo que nosotros hacíamos, sería un golazo en este rato". 

    En la documentación revisada, se analiza la falta de pluralidad en la actual prensa chilena: 

    Se habla de una paradoja de la democracia. Antes del golpe militar de 1973, Chile tenía una amplia y variada oferta periodística. Había 46 diarios, 11 de los cuales tenían circulación nacional. Actualmente de estos últimos existen sólo cinco: cuatro de derecha y uno del gobierno.

    Durante la década de los ochenta, a pesar de la fuerte represión y censura, surgieron revistas, diarios y estaciones de radio que denunciaron las torturas, desapariciones y muertes que por entonces practicaba el régimen. Destacaron las revistas Hoy, Apsi, Análisis y Cauce y los diarios Fortín Mapocho y La Época. Éstos no sólo atacaban a la dictadura, sino también realizaban profundas investigaciones sobre los temas más diversos. Pero al llegar la democracia esta variedad de medios, en vez de potenciarse, se eclipsó.

    En entrevista con El Ciudadano, el dueño de Clarín, Víctor Pey, critica el estado actual de la prensa en Chile: "Mire, aquí en Chile hay dos grandes empresas: El Mercurio y Copesa. Juntos copan cerca de 80% ó 90% del pensamiento escrito que existe en el país. Eso es una deformación muy perjudicial porque un país tiene que ser plural para poder poner de manifiesto su esencia y desplegar sus potencialidades. Yo le diría que la realidad de la prensa hoy en Chile es de un anacronismo histórico lamentable, puesto que impide una difusión más amplia de las ideas y del pensamiento. Eso va en desmedro de los intereses básicos de la sociedad. 

    Buena parte de la actual concentración de los medios de prensa es responsabilidad de los gobiernos de la Concertación por la Democracia que reemplazaron a la dictadura militar. Estos negaron publicidad a las revistas y diarios que fueron fundamentales para derrotar a Augusto Pinochet. 

    Jorge Lavandero, quien fue dueño del Fortín Mapocho -principal diario opositor a Pinochet- cuenta a este medio que en 1990 le pidió al presidente Patricio Aylwin que le diera 10% de la publicidad que su gobierno le daba a El Mercurio. Aylwin se negó. 

    Los diarios Fortín Mapocho y La Época, así como las revistas Apsi, Análisis, Hoy, Cauce y el resto de los medios de prensa que se oponían a la dictadura, desaparecieron cuando se avanzó en la transición a la democracia. 

    Eugenio Tironi, ministro Secretario General de Gobierno de Aylwin, acuñó la frase "la mejor política comunicacional es no tener política comunicacional". Justificaba de esta forma el financiamiento que daba su administración a los medios de derecha y el olvido en que dejó a los que antes eran sus aliados. Los gobiernos de la Concertación temían que el periodismo que estos últimos hacían se transformara en una piedra en el zapato de la "política de los consensos"; la que apuntaba a pactar con la derecha, empresarios y militares con el fin de mantener el orden social, político y económico surgido en tiempos de Pinochet.

    Quizás, si a propósito de todo esto, encuentre sentido recordar el lema de Volpone, que también fue de Clarín: “Cavernarios: ¡el pensamiento no se encarcela ni se degüella!”

                                                     ______________________

El pronunciamiento del CIADI
Es interesante lo que al respecto señala Roberto Mayorga, ex  Secretario del Comité de Inversiones Extranjeras, en un interesante artículo publicado en enero de 2006 en El Mercurio.  "Durante 2001, después de tener lugar las etapas procesales correspondientes, el tribunal se reunió, trascendiendo que había decidido acoger la posición de Chile de

declararse incompetente. Frente a dicho trascendido y con el evidente propósito de

evitar su materialización, Joan Garcés recusó al presidente del panel, Francisco Resek,

quien terminó por renunciar, sin que Chile lograse impedir la desintegración del

tribunal. El nuevo presidente, Pierre Lalive, al asumir, desconoció la decisión del

tribunal que declinaba su jurisdicción y, en mayo de 2002, decretó que el tribunal

entraría a conocer el fondo del asunto, lo que implicó una abierta transgresión al

acuerdo de que se resolvería previamente la excepción de jurisdicción. Fue en dicha

oportunidad, y ante la serie de irregularidades que se habían suscitado, que

planteamos que debía objetarse con firmeza esta resolución del tribunal, tanto en

virtud del acuerdo existente, cuanto porque litigar en el fondo significaba un alto

riesgo para Chile, ya que efectivamente "El Clarín" había sido expropiado sin que se

pagara indemnización, la cual debía fijarse dentro del país y no ante el Ciadi".

    Desde 2001 el puesto de presidente recae en el profesor suizo Pierre Lalive. 

    Gran parte de los párrafos siguientes provienen del artículo de Francisco Marín, de El Ciudadano, octubre de 2007.

    Después de siete años de litigios, en junio de 2005 estaba listo el proyecto de sentencia que había sido redactado por Lalive y que como se sabría posteriormente, beneficiaba a los demandantes. Lalive envió copias a los otros dos árbitros con el objetivo de que emitieran su parecer y mantuvieran su confidencialidad, puesto que en septiembre de aquel año, se les daría a conocer a las partes, cuando se realizaran los alegatos finales del arbitraje en Nueva York. Mohamed Bedjaoui, árbitro argelino nombrado por los demandantes, aprobó el texto. Pero el ecuatoriano Leoro Franco, quien había sido escogido por Chile, violó el carácter secreto del documento: Lo entregó el 1 de agosto del mismo 2005 a las autoridades chilenas. "Eso provocó que los representantes de Chile recusaran a los miembros del tribunal con el objetivo de evitar que se dictara ese laudo", señala Víctor Pey en entrevista con en periódico El Ciudadano.

    El argumento de Chile para hacer las recusaciones fue la “lentitud” de los jueces, las “incompatibilidades de salud” de Lalive, y el hecho que el argelino Bedjaoui, asumiera como ministro de Asuntos Exteriores de su país. 

    Lalive reaccionó señalando que “en ningún momento antes de enviar a los árbitros mi proyecto final de sentencia la parte demandada formuló queja contra los árbitros o invocó una supuesta lentitud del tribunal de arbitraje”. 

    Dos días después de la solicitud de recusación, el juez ecuatoriano renunció en forma indeclinable. Esto significó una nueva demora: había que esperar la designación de un sustituto justo cuando el proceso de arbitraje estaba por finalizar. La recusación de los otros dos miembros del tribunal no fue aceptada por el Banco Mundial y el entonces presidente de este organismo internacional, Paul Wolfowitz, propuso a la jurista belga Brigitte Stern como la juez que sustituiría al ecuatoriano Franco.

    En mayo de 2006, el Gobierno chileno, a través de una carta dirigida al presidente del Banco Mundial, Paul Wolfovitz, objetó el nombramiento de la jurista propuesta por éste para remplazar a Franco. Se trataba de la belga, Brigitte Stern. Esto, a pesar que Chile ya no tenía derecho a nuevas recusaciones. La razón de la objeción: Haber escrito en “Le Monde”, del 26 de marzo de 1999, el artículo Temblad ex dictadores. En este, Stern relacionaba la detención de Augusto Pinochet con temas de derecho internacional de derechos humanos. Según Chile, que es representado por la dirección jurídica del Ministerio de Economía, la designación de una jueza con tales opiniones provocaría serias controversias en este país.

    El presidente del Banco Mundial, Paul Wolfowitz, aceptó la objeción chilena y nombró al profesor Emmanuel Gaillard que es un jurista muy destacado internacionalmente. Pero éste también fue objetado. La razón: “Chile encontró que en algunas de las fundamentaciones de sus sentencias en otros arbitrajes, había cierta similitud con los antecedentes que operan en el caso de Clarín y que, por tanto, habría ya puesto de manifiesto su manera de pensar y que eso era objetable e impedía que fuese nombrado”. Según el relato de Pey, Wolfowitz no aceptó estos argumentos y procedió a informar a las partes que Gaillard era el árbitro nombrado.

    El Gobierno de Chile se dirigió entonces directamente a Gaillard para pedirle que no aceptara la nominación por las razones antes expuestas. Éste no contestó, porque no corresponde a un árbitro comunicarse con ninguna de las partes, y reafirmó su participación. 

    Entre el 15 y el 17 de enero de este año se realizaron en París los últimos alegatos. En dicha cita se ratificó la validez del proceso llevado a cabo hasta ese entonces, concentrándose el tribunal en aclarar algunas dudas menores. Esto hace pensar que el fallo, que se considera inminente, ratifique lo obrado por Lalive el 2005. Y es muy probable, además, que junto con entregar la razón a los demandantes, señale los montos de la indemnización que deberá cancelar Chile.

    De ganar el arbitraje y ser indemnizados por Chile, los demandantes pondrán en marcha nuevamente Clarín, según aseguró Víctor Pey a la prensa. De ser así se podría romper con el monopolio casi absoluto que tiene la prensa de derecha en Chile: “Es un compromiso moral y un anhelo muy sentido, poder llegar a tener nuevamente Clarín en la calle, lo que para nosotros sería un logro muy importante”, expresó Pey. 

    Y agregó: “Los deseos de mayor justicia social, de una democracia más profunda y transparente son los que nos animan a Joan Garcés y a mi para impulsar una nueva versión del diario Clarín”, añadiendo que ésos “eran los mismos, exactamente los mismos principios que tenía Allende”. 

    Ha aparecido en prensa que tanto Pey como Garcés, eran muy amigos del ya mítico presidente socialista. Garcés estuvo “el once” en La Moneda con Allende. A poco del final, éste le pidió al abogado español que saliera y se salvara, para que contara lo que había pasado en Chile.

    Garcés, ha sido un personaje clave en la historia reciente de Chile. Fue él quien presentó la querella por genocidio ante la Audiencia Nacional de España que derivó en la detención de Pinochet en Londres el 16 de octubre de 1998. A partir de esta detención, que se abrieron las puertas de la justicia en Chile para las causas de derechos humanos. Ahora espera junto a Pey, el otro gran amigo español de Allende, volver a disfrutar del toque de Clarín. Aquí termina lo obtenido del artículo de Marín.

    En mi opinión, no cabe duda que lo realizado por Garcés hasta lograr apresar en Londres al general Pinochet y conseguir que posteriormente lo enjuiciara el Poder Judicial chileno, ha contribuido a crear una simpatía de amplios sectores del ámbito internacional, lo que ha contribuido de alguna manera a politizar al comité arbitral del CIADI.

Artículo de Roberto Mayorga en El Mercurio, 4 de septiembre de 2005 

    Me ha parecido muy interesante  este artículo del abogado Mayorga, por lo cual lo adjunto in extenso.
”El Caso Clarín, ocho años después"

No hay duda de que ante la cadena de situaciones irregulares que se han

producido durante todos estos años, Chile no tenía otro camino que el que ha

terminado por adoptar.

    Joan Garcés, en representación de Víctor Pey y de la Fundación Allende, solicitó en

1997 al CIADI un arbitraje internacional en contra de Chile por la expropiación del

diario "El Clarín", demandando una indemnización superior a 500 millones de

dólares. Recientemente, al cabo de ocho años, la defensa chilena ha recusado al

tribunal, arguyendo incapacidad de los árbitros.

    La historia es larga y compleja. Nos correspondió coordinar la defensa hasta 2002,

año en que renunciamos por falta de garantías para defender adecuadamente los

intereses del país. Durante los primeros cinco años del juicio, impedimos que el CIADI

conociera el fondo del asunto, esto es, si Chile debía pagar la referida indemnización,

ya que interpusimos excepción de falta de jurisdicción, fundada en seis

argumentaciones: a) que el CIADI solamente es competente para conocer casos de

inversión extranjera. b) que nacionales no pueden demandar a su propio país ante el

Ciadi y Víctor Pey era chileno; c) que Chile no había otorgado su consentimiento para

este arbitraje. d) que no se había cumplido con un requisito preliminar, como son las

negociaciones amistosas; e) que Víctor Pey había interpuesto con anterioridad al

arbitraje una demanda ante el Primer Juzgado Civil de Santiago, con lo cual la

controversia se había radicado en Chile, y f) que el CIADI no puede aplicarse con

efecto retroactivo, ya que Chile es parte del sistema solamente desde 1991 y la

alegada expropiación acaeció en 1973. En audiencia del tribunal celebrada en febrero

de 1999 se acordó que no se entraría a conocer el fondo del asunto, sin antes

resolverse la excepción de jurisdicción.

    Durante 2001, después de tener lugar las etapas procesales correspondientes, el

tribunal se reunió, trascendiendo que había decidido acoger la posición de Chile de

declararse incompetente. Frente a dicho trascendido y con el evidente propósito de

evitar su materialización, Joan Garcés recusó al presidente del panel, Francisco Resek,

quien terminó por renunciar, sin que Chile lograse impedir la desintegración del

tribunal. El nuevo presidente, Pierre Lalive, al asumir, desconoció la decisión del

tribunal que declinaba su jurisdicción y, en mayo de 2002, decretó que el tribunal

entraría a conocer el fondo del asunto, lo que implicó una abierta transgresión al

acuerdo de que se resolvería previamente la excepción de jurisdicción. Fue en dicha

oportunidad, y ante la serie de irregularidades que se habían suscitado, que

planteamos que debía objetarse con firmeza esta resolución del tribunal, tanto en

virtud del acuerdo existente, cuanto porque litigar en el fondo significaba un alto

riesgo para Chile, ya que efectivamente "El Clarín" había sido expropiado sin que se

pagara indemnización, la cual debía fijarse dentro del país y no ante el CIADI.

Asimismo, analizamos la conveniencia de recusar al tribunal. La falta de apoyo de la

presidencia y de la vicepresidencia del Comité de Inversiones Extranjeras para que

pudiéramos ejecutar esta estrategia, nos llevó a renunciar al equipo de defensa, lo cual

desencadenó una serie de hechos que culminaron con una sesión especial de la

Cámara de Diputados y un requerimiento de ésta para que interviniera el Consejo de

Defensa del Estado.

    El asunto se zanjó invitando a participar a uno de los estudios jurídicos más

prestigiosos de la plaza. Pero el hecho es que se entró al fondo de la controversia y

durante los últimos tres años se ha centrado el litigio en si se debe cancelar una

indemnización superior a 500 millones de dólares. Estando el caso en estado de fallo,

se ha anunciado, recientemente, que Chile ha recusado a los tres árbitros del tribunal.

Dada la falta de acceso para conocer antecedentes de la causa, todo hace presumir que

el fallo en ciernes causaría agravio al país, lo cual habría suscitado la acción

recusatoria. No parece lógico deducir que la recusación se funde en la tardanza del

fallo ya que, precisamente, esta acción paraliza el procedimiento agravando la

tardanza. En todo caso, no hay duda de que ante la cadena de situaciones irregulares

que se han producido durante todos estos años, Chile no tenía otro camino que el que

ha terminado por adoptar.

    Es lamentable, sin embargo, que se hayan desperdiciado inútilmente tres años antes de

tomar esta determinación, con el costo monetario y el desgaste en imagen

internacional que un litigio como éste ha implicado para el país”.

    Al leer este artículo, me motivó analizar el tema con el Profesor Titular de la Universidad de Chile, abogado  Paulino Varas, con quien éramos miembros de la Comisión Senado Universitario. Debido a que yo había sido Secretario del Comité de Inversiones Extranjeras en 1972, cuando se habría producido la compra de Clarín por Víctor Pey, me parecía conveniente hacer ver mis puntos de vista.

    El profesor Varas me sugirió hacerle llegar mis inquietudes al abogado Jorge Carey, quien defendía los intereses del Gobierno en esta contienda del CIADI.

    El día 10 de enero de 2005 le hice llegar al señor Jorge Carey una nota, que en los párrafos pertinentes le señalaba:

   "Le resumo mis inquietudes. Entiendo que la cuestionada venta del diario se plantea que habría sido hecha a inversionistas extranjeros en 1972, en plena vigencia de la Decisión 24. Recuerdo que esta legislación fue puesta en vigencia en Chile por un decreto Fuerza de Ley, dentro del marco de las atribuciones que tenía el Ejecutivo para perfeccionar acuerdos relacionados con el Tratado de Montevideo, considerado "Tratado marco", aprobado por ley. La objeción de la Contraloría para su vigencia fue superada por un decreto de insistencia, que no mereció acusación constitucional"  

    " De acuerdo a la Decisión 24, no se podían vender empresas nacionales existentes al capital extranjero, salvo en inminencia de quiebra, con un programa previo de futura nacionalización. Además entiendo que el capital extranjero, sólo podía venir a crear nuevas empresas y no podía hacerlo en una serie de actividades entre las cuales creo que estaba la prensa". 

    De esta presentación, entregada personalmente en sus oficinas, no recibí ni siquiera acuse de recibo.

    Por la información recogida posteriormente, supe que ya el Gobierno de Chile había planteado la vigencia de la Decisión 24 para esa fecha, lo que la defensa de Pey había negado que existiese. Su reconocimiento sin duda habría demostrado que si hubo una venta válida a este comprador, él tendría que haberlo hecho como chileno, pues tenía la doble nacionalidad.

 Otras entrevistas, artículos de prensa y últimas informaciones. 

Otro artículo interesante es el de Paula Comandari del 2 de octubre de 2007 publicado en la Revista Qué Pasa

    Éste dice así:: Hace nueve años, Víctor Pey -quien fue secretario personal de Salvador Allende- interpuso una de las mayores demandas que ha enfrentado el Estado de Chile: pidió que se lo indemnizara con US$ 515 millones por la confiscación del diario Clarín después del golpe de Estado. Hasta hoy Pey asegura que entonces era el único dueño del medio. El recurso quedó en manos del Centro Internacional para el Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (Ciadi), en Washington. 

    Aunque en un primer momento la defensa del Estado chileno estuvo en manos de Roberto Mayorga, cuando Ricardo Lagos llegó al gobierno le pidió personalmente al reconocido abogado Jorge Carey que asumiera la causa. Socio principal de Carey y Cía, el mayor estudio de abogados de Chile, el profesional tiene experiencia en asuntos internacionales: fue abogado del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mundial, y director de centros de estudios legales en Estados Unidos. 

    Desde entonces todas las señales han apuntado siempre a un triunfo seguro de Chile. El propio ministro de Economía, Alejandro Ferreiro, lo estimó así hace sólo dos meses. Hoy, sin embargo, el escenario se habría revertido, y Carey lo reconoce públicamente por primera vez: "Estamos enfrentados a un alto riesgo de perder el juicio", dice. 

    Su pesimismo se debe a que en noviembre pasado(2006), el tribunal del CIADI les mostró a las partes un borrador del fallo, el cual hasta hoy se ha manejado con total hermetismo. "La sentencia preliminar era adversa para Chile", dice, molesto, el abogado, quien en todo caso asegura no haber perdido "la esperanza de que el tribunal revierta el contenido del borrador y falle a favor de nuestro país". 

    Carey cree que el juicio ha sido parcial e injusto, y que se han pasado a llevar tres elementos cruciales: "Víctor Pey es chileno y, por lo tanto, no puede acudir al CIADI, que es únicamente para casos de extranjeros. Además, nunca fue dueño del Clarín y, por último, el tratado entre Chile y España para proteger las inversiones, que rige desde 1994, no es retroactivo". 

    También alude a otro factor que ha perjudicado a Chile. "El representante de Pey, Joan Garcés, logró politizar el caso por la simpatía que despierta Allende y la antipatía que genera Pinochet". 

- Si las autoridades de gobierno sabían que la sentencia venía adversa para Chile, ¿por qué Alejandro Ferreiro declaró hace dos meses que era imposible que Chile perdiera? 

- Aún existe la esperanza de que cualquier error contenido en ese borrador de fallo adverso sea rectificado. Siempre fui muy categórico en señalar que íbamos a ganar, dado que Pey es chileno y no puede repudiar la nacionalidad, porque la Constitución no permite renunciar a ella. 

- Pero Pey argumenta que nació en España y que aunque obtuvo la nacionalidad chilena en 1958, renunció a ella en la segunda mitad de los '90, mientras vivía en Madrid.

- Nosotros llevamos al presidente del Tribunal Constitucional, José Luis Cea, a los últimos alegatos que se hicieron en París ante el CIADI -en enero pasado- y él señaló categóricamente que las causales para perder la nacionalidad chilena son taxativas y la renuncia no está entre ellas.

¿Por qué, pese a ello, el CIADI dio lugar al proceso? 

- Exactamente ésa es la razón por la que creemos que este juicio siempre se debió ganar. Un tribunal que falla en derecho y que no se deja politizar debería determinar que no tiene jurisdicción para actuar. Por el contrario, están validando el intento que hace Pey de repudiar la nacionalidad chilena, lo que es un grave error jurídico. En los '90, la propia Fundación Presidente Allende lo identificaba como chileno, y en 1991 Pey usó pasaporte chileno para viajar a Venezuela y Estados Unidos. Incluso en 1992 se inscribió como chileno en el Padrón Electoral de Vitacura. 

 ¿Cree, entonces, que han primado consideraciones políticas?

-  Creo que Garcés logró politizar el caso y metió el tema de Pinochet y los derechos humanos. Introdujo el maltrato que efectivamente recibió Pey del gobierno militar, que entonces le quitó su pasaporte y le hizo cosas con las que no estoy de acuerdo. Naturalmente que por estas razones -y porque Pey era cercano a Allende- despierta simpatía, pero esto no debiera influir en los jueces. 

 ¿Pero está influyendo?

-   El tribunal está prescindiendo del derecho chileno para provocar el resultado que ellos quieren: indemnizar a un señor que consideran que ha sido maltratado y que en ese tiempo estaba manejando un diario, cuando las tropas entran y lo desalojan. Obviamente eso es un acto que a nadie le gusta a excepción de los marxistas leninistas que lo han hecho en Cuba y en el bloque soviético. Pienso que hay simpatías políticas y creo que el tribunal ha sentido que es odioso que un Estado le imponga una nacionalidad a alguien que claramente quiere desprenderse de ella. 

    Dineros checos y cubanos 

    Jorge Carey considera que el fallo preliminar es "una travestida legal" y que en ella, dice, influye la tendencia de los tribunales internacionales de sancionar todos los actos de expropiación y confiscación. "Desgraciadamente ésta es una batalla jurídica que se politizó por la simpatía que despierta Allende y por la antipatía que genera Pinochet. Si no fuera por eso, este juicio no podríamos perderlo", dice. 

-  Se comenta que en caso de que Chile pierda, la indemnización no sería la que pide Pey, sino una cifra mucho menor, del orden de US$ 30 millones.

- De todas formas sería una derrota para el país. Claro que no es lo mismo perder por 1-0 que por una goleada de 10-0. Pero igualmente sentiría una profunda indignación de que Chile tuviera que pagarle un peso a un señor que nunca fue dueño del diario. No sólo basado en el derecho chileno, sino que también en los hechos: él jamás compró el diario para sí. 

-  Pey asegura lo contrario…

-  Los dineros que se usaron para la compra del diario salieron desde Checoslovaquia y Cuba, lo que hoy es un hecho de la causa y nadie lo pone en duda. ¿Qué chileno tenía platas en esos países y de esa magnitud? En esa época con US$ 2 millones o US$ 3 millones (que fue lo que aproximadamente se pagó por el diario) uno podría haberse comprado Chile entero. 

- Pero Pey dice que es el dueño del diario porque tiene los traspasos firmados en blanco.

- De acuerdo con la ley chilena, los dueños son los que aparecen inscritos en los registros de accionistas y el Estado de Chile determinó que no era él. Si hubiera sido dueño del diario, ¿por qué las acciones no estaban a nombre suyo sino de otras personas a las que efectivamente el Estado chileno indemnizó con US$ 9 millones? 

 ¿Usted cree, como siempre se ha dicho, que Pey fue el palo blanco de Allende para comprar el diario?

-  Nunca se va a saber de quién, pero no hay duda que no era el dueño. Si así lo fuera, debería demostrar de dónde venían esas platas y por qué piensa cederle el 90% de la indemnización a la Fundación Allende de España. En Chile, Pey jamás declaró ningún peso. Si hubiera ganado la plata de su sudor y lágrimas -lo que no es cierto-, ¿por qué no se la deja a sus hijos? Me provoca una profunda indignación que Chile vaya a gastar plata que necesita para escuelas y hospitales en pagarle a un impostor. 

    Desde que asumió el juicio en 2002, Jorge Carey ha dedicado una parte sustantiva de su tiempo al caso. Ha tenido que viajar a Washington en más de 10 oportunidades para contactarse con los abogados americanos que representan al gobierno chileno y acudir a las diversas audiencias. Trabaja ad honórem y aunque él no lo admite, un trabajo como éste le habría costado al Fisco varios millones de dólares en honorarios, dicen en la plaza. Él afirma haber seguido los pasos de su padre, quien renegoció gratuitamente la deuda externa para Jorge Alessandri. "Sentí que esto era un problema de Estado que debía asumir", afirma. 

-  Además, dice que se sintió honrado al ser escogido por Ricardo Lagos -a quien conoció en los años '80 - para asumir no sólo el caso Clarín. También actúa como mediador ante el CIADI hasta el 2011. Su misión es evitar que los conflictos lleguen al tribunal. 

¿Cree que el caso era de real trascendencia para Lagos?

-  Creo que no, pero al haberse armado una situación antagónica entre la DC y los socialistas respecto de Pey, se le complicó la situación. Pienso que me eligió no sólo por ser la cabeza de uno de los estudios más reconocidos del país, sino porque era miembro de la Comisión Política de RN y podía despolitizar el caso. 

    El eventual revés en el juicio le duele a Carey, aunque dice que está tranquilo porque ha hecho todo lo posible para que Chile gane y porque ha recibido el más amplio respaldo de todas las autoridades gubernamentales. "No todos los juicios se ganan. Y para saber ganar hay que saber perder. Cuando uno toma la defensa de una causa, está convencido que va a triunfar, pero estos señores están viendo las cosas de otra manera y hay que aceptarlo. Además de triunfos, he tenido muchas derrotas en mi vida. Dicen que la fibra de las personas se ve en las derrotas y no en los triunfos, porque ser magnánimo en las derrotas es mucho más difícil". 

 ¿Ha estado con Joan Garcés?

- En las sesiones del CIADI ha estado al otro lado de la mesa. Lo encuentro un hombre muy inteligente, de una verborrea muy grande y que no tiene ningún escrúpulo para no decir la verdad. No tengo una buena impresión de él. Con Pey el contacto ha sido el mismo. 

 ¿Cuánto le ha costado al gobierno todo este juicio?

- No manejo las cifras, pero calculo que deben ser entre US$ 3 millones y US$ 5 millones. 

 ¿No habría sido mejor negociar?

- No había una voluntad política de la Concertación para transar. Además, siempre tuvimos la convicción de que íbamos a ganar. Era un caso muy claro, y hubiera aparecido como un regalo para un impostor. Era un mal consejo transar. 

Si fallan en contra de Chile, ¿cuál es la estrategia a seguir?

- Vamos a recurrir pidiendo la nulidad, que se efectuaría en otro tribunal compuesto bajo las reglas del CIADI. Eso podría durar dos, tres o cuatro años más. Mientras yo esté a cargo del juicio, espero que no se le dé ni un peso a Pey.

                                      _________________________

    Desde hace ya dos años se anuncia un próximo fallo del CIADI, pero éste no llega. El arbitraje ya ha cumplido 10 años, entiendo que es la mayor extensión que se ha dado en el seno del CIADI. Se han presentado una serie de recusaciones a los árbitros, con cambios de ellos.

    Con relación a lo anterior y para información más actualizada es conveniente ver lo que hace poco más de un año el Diario La Nación publicaba

Jueves 13 de julio de 2006

Trascendió que el Ciadi confirmó a Emanuelle Gaillard
Chile se queda sin árbitro en litigio del caso “Clarín”
    Se trata de la demanda presentada por la Fundación Presidente Allende de España en contra del Estado chileno por la suma de 500 millones de dólares, luego que el diario “Clarín” fue requisado tras el golpe del 73.

La Nación
Por Jorge Molina Sanhueza 

 El Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi) -dependiente del Banco Mundial- confirmó ayer como árbitro a Emanuelle Gaillard, en el marco del conflicto comercial que el Estado Chileno mantiene con los dueños del diario “Clarín”, trascendió ayer en fuentes allegadas al litigio. 

    Gaillard había sido objetado por la parte chilena, argumentando que al ser socio del bufete de abogados Sherman and Sterling, ligado a la empresa Sonatrach de Argelia, cuyo ministro de Relaciones Exteriores es Mohamed Bedjaoui, también recientemente vetado por Chile como árbitro de la parte demandante, no entregaba las debidas garantías al proceso. 

    De esta manera, según fuentes allegadas a los intereses del diario “Clarín”, el Estado chileno se quedó sin la posibilidad de designar un árbitro de su confianza. 

    En todo caso, no era la primera vez que Chile objetaba a un árbitro asignado por el CIADI por considerar que no cumplía con los requisitos para fallar un litigio de este tipo. En la vez anterior lo hizo en contra de la profesora Brigitte Stern, aduciendo que, debido a un artículo escrito en contra de Augusto Pinochet, tampoco contaba con los méritos necesarios para el arbitraje. 

    El conflicto se basa en la demanda presentada por el abogado Joan Garcés, representante de la Fundación Presidente Allende de España, en contra del Estado Chileno por la suma de 500 millones de dólares, luego que el diario “Clarín” fue requisado por las autoridades de la dictadura militar, tras el golpe del 73. 

    El trascendido 

En 2005 trascendió que el proyecto de sentencia redactado por el presidente del comité arbitral de Ciadi, Pierre Lalive, debía ser firmado por los jueces designados por las partes antes de transformarse en sentencia definitiva, indicaba que, por dos votos contra uno, el tribunal había fallado a favor de la Fundación Presidente Allende y de Víctor Pey, versión que en su momento fue desmentida por el canciller chileno Ignacio Walker. 
    A partir de ese momento, según el abogado Garcés, fue imposible que el presidente Lalive pudiera volver a reunir al tribunal para que se firmara la sentencia, “por la negativa del señor Galo Leoro”. 

    García explicó que en junio 2005, el presidente del tribunal redactó su propuesta de sentencia y convocó a los árbitros a una reunión inmediata. Dispuso que las partes fueran informadas porque el proyecto de sentencia estaba listo y convocó al tribunal para julio. Pero el representante chileno dijo que no podrá asistir. Entonces el presidente convocó al tribunal para agosto de 2005 y el señor Leoro volvió a decir que no podrá asistir. Entonces el presidente convocó al tribunal para septiembre de ese año, pero en agosto Chile recusó a todo el tribunal para impedir que se reunieran en septiembre. LN

Observaciones finales
Lo que extraña especialmente es que el tribunal no se haya pronunciado primeramente sobre la procedencia de que el CIADI aborde el tema, antes del pronunciamiento sobre el fondo de la materia. Los costos han sido altísimo.

    Hay cierta certeza de que mucho ha influido en el fallo final la expropiación del diario por una dictadura militar, que persiguió a sus posibles dueños y apresó y torturó a quien fuera su director, como también lo habrían sido otros interrogados.

    Se sumaría además el significado que tendría para la prensa chilena el disponer nuevamente de un diario de gran circulación, que mantendría sus características de llegar a la base del pueblo, defender sus intereses, dentro de una actual situación en que dos cadenas periodísticas de similar orientación cubren más del 90 por ciento de la población lectora, lo que no existía en la anterior democracia.

    En mi opinión también pudo haber influido el desconocimiento del Gobierno de Chile de que Víctor Pey fuese propietario de Clarín y haber indemnizado a otros de dudosa propiedad.

    Un factor posiblemente muy importante puede ser el hecho de que Garcés haya logrado detener en Inglaterra al General Pinochet y, asociado después a ello, lograr ser juzgado en Chile. Los demandantes acompañaron en sus planteamientos muchos de las criticables acciones del Gobierno Militar, especialmente en torno a los derechos humanos. 

    Según información del Diario La Tercera del 11 de noviembre, ahora el proceso estaría en la determinación de las costas del proceso en que han incurrido ambas partes. Chile estaría señalando cifras del orden de 4, 4 millones de dólares y los demandantes, por 14 millones. Esto es sin considerar los gastos procesales de 1,7 millones que cada una de las partes ha pagado. Las partes tendrían derecho hasta el 20 de noviembre para "hacer sus comentarios" a las cifras entregadas por el otro. En Economía ya estaría definido que reclamarán.

    Por las especulaciones que se hacen, el fallo podría ser en una primera instancia desfavorable al Estado chileno, pero quedarían muchas gestiones y posibilidades de alargar el proceso hasta varios años más.

    Extraña que el Banco Mundial haya permitido llegar a esta situación. En mi opinión no cabe duda que en el CIADI no debió dar acogida a la presentación, salvo que primero hubiese determinado la procedencia de tratar en tema de fondo en su seno. Pey, si es que compró el diario, lo hizo cuando tenía la nacionalidad chilena derivada de su doble nacionalidad. 

    No por perder la nacionalidad chilena con posterioridad, por renuncia, se puede considerar después, con efecto retroactivo, que una inversión es extranjera; además queda claro que en Chile sería inconstitucional renunciar a la ciudadanía chilena.

    Lo que ha sucedido en este caso, a mi juicio, hace perder prestigio a este sistema de arbitraje y también puede llegar a dañar la imagen  internacional del Banco Mundial.

_________________________
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